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Dictámenes con 

Proyecto de Decreto 
 

DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO  
DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 
PRESENTES. 
 
A la Comisión del Agua le fue turnada en Sesión Ordinaria de fecha 22 de octubre de 2015, iniciativa 
que propone adicionar al artículo 145 párrafo tercero, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis 
Potosí, presentada por el diputado Oscar Bautista Villegas.  
 
De igual forma, le fue turnada en Sesión Ordinaria de fecha 11 de febrero del 2016, iniciativa que busca 
reformar los artículos, 16 en su fracción VII, 79 en su fracción XI, y 92 en su fracción XII; adicionar al 
Título Sexto el capítulo VI con los artículos 189 Bis a 189 Sexties; y derogar los artículos, 180, y 183 su 
párrafo segundo, de y a la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, presentada por la 
legisladora Lucila Nava Piña. 
 
En tal virtud, al entrar al estudio y análisis de las referidas iniciativas, la comisión que suscribe presenta 
los siguientes 
 

CONSIDERANDOS 
 

PRIMERO. Que de acuerdo con lo dispuesto por la fracción I del artículo 57 de la Constitución Política 
del Estado, el Congreso Local tiene atribuciones para conocer de estas iniciativas y resolver sobre su 
procedencia. 
 
SEGUNDO. Que con fundamento en lo previsto por los artículos, 61 de la Constitución Política del 
Estado; y 130 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, quienes promueven las iniciativas en estudio 
tienen atribuciones para hacerlo. 
 
TERCERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo, 99 fracción I, de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, esta Comisión es competente para dictaminar las 
iniciativas descritas en el preámbulo. 
 
CUARTO. Que las iniciativas cumplen con los requisitos estipulados en los artículos, 61 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 130 y 131 de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí; 61, 62, 65 y 66 del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, por lo que es procedente su análisis y 
correspondiente dictamen. 



QUINTO. Que ambas iniciativas modifican la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí por lo 
que, con objeto de simplificar el procedimiento legislativo, se determina resolverlas conjuntamente. 
 
SEXTO. Que con el fin de conocer las iniciativas aludidas en el preámbulo, se cita su contenido: 
 
1ª. Que adiciona al artículo 145 párrafo tercero, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí:  
 
ñARTĉCULO 145. é 
 
é 
 
Asimismo podrá otorgarse subsidio por única ocasión hasta en un cincuenta por ciento, y el 
pago correspondiente al medidor así como de los gastos de instalación deberán ser distribuidos 
hasta en seis parcialidades, éste beneficio estará condicionado al pago oportuno de los 
servicios.ò 
 
2ª. Que busca reformar los artículos, 16 en su fracción VII, 79 en su fracción XI, y 92 en su fracción XII; 
adicionar al Título Sexto el capítulo VI con los artículos 189 Bis a 189 sexties; y derogar los artículos, 
180, y 183 su párrafo segundo, de y a la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí: 
 
ñARTICULO 16.  Los principios en que se sustenta la política hídrica estatal son: 
 
l. a VI ... 
 
VII. Deberá atender los criterios de disponibilidad,  calidad, seguridad, aceptabilidad, 
accesibilidad y asequibilidad. 
 
ARTÍCULO 79. ... 
 
l. a X. ... 
 
XI.  Ordenar y ejecutar el  procedimiento de suspensión o limitación en los términos de esta  
Ley. 
 
 

XII. a XXIV. ... 
 
ARTÍCULO 92. ... 
 

I   a XI. ... 
 
XII.  Ordenar y ejecutar  el procedimiento de suspensión o limitación en los términos de esta  
Ley. 
 
XIII.  a XVI. ...  
 
ARTÍCULO  180. (Se deroga) 
 
ARTICULO 183. (Se deroga) 

 



TÍTULOVI 
CAPÍTULO VI 

De la Suspensión y Limitación 
 
ARTÍCULO 189 Bis. Con excepción de los predios destinados a casa habitación, escuelas 
públicas, centros de salud públicos y centros de atención a personas en situación de 
vulnerabilidad; cuando un usuario no cumpla con su obligación de pago de dos más recibos en 
forma consecutiva, el prestador de los servicios podrá suspender el suministro de agua  potable 
hasta que se regularice su pago. 
 

Para proceder a la suspensión, el prestador deberá acreditar que se llevó a cabo la notificación 
al propietario o poseedor del inmueble de que se trate, respecto del adeudo, debiendo de 
otorgarle un plazo de por lo menos tres días hábiles para que lleve a cabo el pago 
correspondiente, apercibido de que  de  no  hacerlo así, el  servicio de suministro de agua 
potable será suspendido hasta en tanto no regularice sus obligaciones de pago. 
 

ARTÍCULO 189 Ter. En caso de que la falta de pago sea de predios destinados a casa habitación, 
escuelas públicas, centros de salud  públicos y centros de atención a personas en situación de 
vulnerabilidad, el prestador de los servicios deberá llevar a cabo los estudios que correspondan 
a fin de determinar si en su caso, puede llevar a cabo la limitación del servicio de suministro de 
agua siempre y cuando con los servicios limitados se garantice el suministro de agua potable de 
por lo menos cien litros diarios por cada persona que habite o use el domicilio de que se trate. 
 
En todos los casos a que se refiere este artículo, cuando el prestador de los servicios lleve a 
cabo la limitación del suministro de agua  potable en una cantidad que evite se cumpla con el 
suministro mínimo establecido, será sujeto a suspensión del cargo o comisión y en caso de  
reincidencia, a la destitución  e inhabilitación en los  términos  de  la  Ley de  Responsabilidades 
de los Servidores Públicos. 
 
ARTÍCULO 189 Cuater. El horario para  llevar a cabo las notificaciones  a que se refiere el 
presente capítulo, es el comprendido entre las ocho y las veinte horas. 
 
Los organismos operadores de  agua, podrán habilitar los días y las horas inhábiles, cuando las 
actividades del requerido así lo justifiquen, debiendo expresarse el motivo en la resolución 
respectiva. Esta circunstancia deberá comunicarse a los particulares y no alterará el cálculo de 
plazos legales. 
 
ARTICULO 189 Quinque. Las notificaciones deberán observar las siguientes reglas: 
 
l. Constar por escrito; 
 
II. Indicar la persona a la que va dirigido o en  su defecto, los datos que permitan  su 
identificación; 
 
III. Señalar la autoridad que lo emite; 
 
IV. Estar fundado y motivado; 
 
V. Expresar su objeto o propósito en forma clara y concreta, y 



 
VI. Ostentar el nombre y la firma del funcionario que lo emite. 
 
ARTÍCULO 189 Sexties. Las  notificaciones que se refieren en el  artículo anterior se harán 
siguiendo las siguientes reglas: 
 
l. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la 
presencia del interesado o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, 
la notificación se practicará levantando el acta correspondiente; 
 
II. En el caso de que no se encuentre al interesado o a su representante, se dejará  citatorio con 
la persona que  se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una 
hora  fija del día hábil  siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que  se dejó, el 
nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado; 
 
III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la 
presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta  
circunstancia.  Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En 
caso contrario, de igual manera  se hará la notificación con la persona que se encuentre en el 
domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos; 
 
IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan 
a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por 
el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin 
que ello invalide la notificación; 
 
V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se 
niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo; 
 
VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en 
que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto 
administrativo, y; 
 
VII. Una notificación personal, aun cuando no se realice en el  domicilio señalado para la  
notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en 
el acta respectiva. 
 
Cuando se deje sin efectos una notificación practicada ilegalmente, se impondrá al notificador 
una multa de cinco veces el salario mínimo general o la unidad de medida que éste  señalada en 
la ley, en caso de reincidencia se aplicara al doble de la multa y además el inicio del 
procedimiento administrativo de responsabilidad correspondienteò. 
 
SÉPTIMO. Que del análisis de las iniciativas se desprende lo siguiente: 
 
1. En lo referente a otorgar subsidio a los usuarios del servicio de agua hasta en un cincuenta por 
ciento, así como el pago correspondiente al medidor y los gastos de instalación distribuidos hasta en 
seis parcialidades, resulta necesario mencionar que en diversos foros en materia hídrica que se han 
llevado a cabo en diferentes regiones de nuestro Estado, se coincidió que las condiciones de la mayoría 
de los organismos operadores de agua de la entidad, tienen dificultades en materia financiera, de 



inversión, de personal y de operación; incluso se sostuvo en varias ocasiones que estos organismos no 
han contado con los recursos para pagar el servicio de luz eléctrica. 
 
Es claro que uno de los objetivos prioritarios de los organismos operadores de agua en el Estado, es 
proporcionar servicios de calidad a los usuarios; no obstante, dada la difícil situación técnica y 
financiera de la mayoría de ellos, no cuentan con incentivos para prestar el servicio de manera 
eficiente, es decir, con acceso al vital líquido al menor costo posible y con una calidad adecuada. 
 
Estamos conscientes que los bajos niveles de eficiencia del servicio se atribuyen a la falta de recursos 
para invertir en la rehabilitación y ampliación de la infraestructura; sin embargo, las condiciones de cada 
organismo operador de agua son distintas; en esta tesitura, los integrantes de la comisión que suscribe, 
consideramos que otorgar los subsidios a los usuarios del servicio de agua hasta en un cincuenta por 
ciento, no beneficiaría en mucho las condiciones económicas que actualmente tienen los organismos 
de agua. 
 
Como ejemplo resulta oportuno mencionar que el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua 
Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, 
San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en su Ley de Cuotas y Tarifas para el 
ejercicio 2016, aprobó autorizar la instalación de 72 mil medidores, para usuarios industriales, 
comerciales, instituciones públicas, y usuarios de servicio doméstico con toma suspendida, con alto 
consumo (Cuota Fija Residencial), y en cuota fija, (Económica, S.L.P.). 
 
De lo anterior se concluye que, en todo caso, de acuerdo a las necesidades de cada organismo 
operador de agua, éstos deberán valorar en su Junta de Gobierno Municipal, la viabilidad financiera 
para otorgar dicho subsidio como se pretende, y no establecerlo obligatoriamente en la Ley de Aguas 
para el Estado de San Luis Potosí, como se propone; razones por las cuales no se considera viable su 
aprobación. 
 
2. Respecto a la iniciativa que busca reformar los artículos, 16 en su fracción VII, 79 en su fracción XI, y 
92 en su fracción XII; y adicionar al Título Sexto el Capítulo VI con los artículos 189 Bis a 189 sexties; y 
derogar los artículos, 180, y 183 su párrafo segundo, de y a la Ley de Aguas para el Estado de San Luis 
Potosí, esta dictaminadora considera lo siguiente: 
 
2.1. En lo referente a la modificación de la fracción VII del artículo 16, resulta viable contemplar en la 
política hídrica estatal principios como disponibilidad,  calidad, seguridad, aceptabilidad, accesibilidad y 
asequibilidad en materia del agua, pues es necesario que desde el marco legal del derecho al agua y 
saneamiento y conforme a la perspectiva de los derechos humanos se empleen dichos criterios 
normativos en la nuestra Ley de Aguas Estatal. 
 
No obstante la viabilidad de la propuesta, esta comisión considera conservar la fracción VII, y adicionar 
la·fracción VIII al artículo 16, que contemple dichos criterios.  
 
2.2. En lo que se refiere a la adición de un capítulo referente a la suspensión y limitación del servicio del 
agua, esta dictaminadora en términos generales considera que el establecer los casos en los que 
deberá proceder la suspensión del servicio de suministro de agua potable, y aquéllos en los  que  
únicamente procederá cuando que se garantice el suministro dentro de los estándares que se han 
determinado, no es motivo de modificar la Ley de Aguas Estatal; en todo caso, las modificaciones 
deberán realizarse en los Reglamento Interiores de cada Organismo Operador de Agua, pues éstos son  



la base de su organización y funcionamiento, la ordenación del personal adscrito al mismo, y la 
organización de los entes operadores de agua y dependencias de la administración activa. 
 
Razón por la cual al impulsar criterios meramente administrativos al pretender establecer disposiciones 
referentes a la suspensión y limitación del servicio del agua a los usuarios, se  vulnerarían 
características esenciales de una ley (abstracta y general),  pues bajo un criterio rígido las  leyes no se 
emiten para regular o resolver casos individuales, ni para personas o grupos determinados, su 
impersonalidad y abstracción las conducen a la generalidad. 
 
Por lo expuesto, no se considera viable la aprobación de la parte·de·dicha propuesta.  
 

DICTAMEN 
 
ÚNICO. Por lo argumentos plateados, se aprueban, con modificaciones, las iniciativas señaladas en el 
proemio. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Estamos conscientes de que el agua debe ser apreciada como un elemento integrador que contribuya a 
dar paz a los potosinos, para evitar conflictos y dar seguridad a todos; que contribuya a ser un factor de 
justicia social; que todos los ciudadanos tengan acceso al recurso del agua para hacer valer el derecho 
humano previsto en el artículo 4o constitucional; que sea un elemento que contribuya a disminuir la 
pobreza en el país y que propicie el bienestar social, razón por la cual se establece claramente que los 
principios en que se sustente la política hídrica estatal, atienda los criterios de, disponibilidad; calidad; 
seguridad; aceptabilidad; accesibilidad y asequibilidad, entiéndase por estas: 
 
Suficiente. El abastecimiento de agua por persona debe ser suficiente y continuo para el uso personal 
y doméstico. Estos usos incluyen de forma general el agua de beber, el saneamiento personal, el agua 
para realizar la colada, la preparación de alimentos, la limpieza del hogar y la higiene personal. De 
acuerdo con la Organización Mundial de la Salud (OMS), son necesarios entre 50 y 100 litros de agua 
por persona y día para garantizar que se cubren las necesidades más básicas y surgen pocas 
preocupaciones en materia de salud.  
 
Saludable. El agua necesaria, tanto para el uso personal como doméstico, debe ser saludable, es 
decir, libre de microorganismos, sustancias químicas y peligros radiológicos que constituyan una 
amenaza para la salud humana.  
 
Aceptable. El agua ha de presentar un color, olor y sabor aceptables para ambos usos, personal y 
dom®stico. [é] Todas las instalaciones y servicios de agua deben ser culturalmente apropiados y 
sensibles al género, al ciclo de la vida y a las exigencias de privacidad. 
 
Físicamente accesible. Todo el mundo tiene derecho a unos servicios de agua y saneamiento 
accesibles físicamente dentro o situados en la inmediata cercanía del hogar, de las instituciones 
académicas, en el lugar de trabajo o las instituciones de salud.  
 



Asequible. El agua y los servicios e instalaciones de acceso al agua deben ser asequibles para todos. 
El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) sugiere que el coste del agua no 

debería superar el 3% de los ingresos del hogar.1 

 
PROYECTO 

DE 
DECRETO 

 
ÚNICO. Se REFORMA el artículo 16 en sus fracciones VI, y VII; y ADICIONA al mismo artículo 16 la 
fracción VIII, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue 
 
ARTĉCULO 16. é 
 
l. a V. é 
 
VI. é; 
 
VII. é, y  
 
VIII. Deberá atender los criterios de disponibilidad,  calidad, seguridad, aceptabilidad, 
accesibilidad y asequibilidad. 

 
T R A N S I T O R I O S 

 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
DADO EN LA SALA ñLIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETAò DEL CONGRESO DEL ESTADO, 
A LOS VEINTE DÍAS DEL MES DE JUNIO DE DOS MIL DIECISÉIS. 

                                                           
1
 http://www.un.org/spanish/waterforlifedecade/human_right_to_water.shtml 



POR LA COMISIÓN DEL AGUA 
 

DIP. MARÍA GRACIELA GAITÁN DÍAZ 
PRESIDENTA 

 
 

DIP. SERGIO ENRIQUE DESFASSIUX CABELLO 
VICEPRESIDENTE 

 
 
 

DIP. OSCAR BAUTISTA VILLEGAS 
SECRETARIO 

 
 
 

DIP. JORGE LUIS DÍAZ SALINAS 
VOCAL 

 
 
 

DIP.OSCAR CARLOS VERA FÁBREGAT 
VOCAL 

 
 
 

DIP. JESÚS CARDONA MIRELES 
VOCAL 

 
Firmas del dictamen que ADICIONA fracción VIII al artículo 16, a la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí 



CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DEL  

CONGRESO DEL ESTADO, 

PRESENTES. 

 

A la Comisión de Salud y Asistencia Social, se le turnó en Sesión Ordinaria de fecha 26 de mayo 

del presente año, la Iniciativa que plantea adicionar el artículo 71 Quinque,  a la Ley de Salud 

del Estado del Estado de San Luis Potosí, presentada por la Leg isladora Lucila Nava Piña; y 

Adriana Urbina Aguilar.  

 

En este sentido, quienes integran la dictaminadora analizaron la viabilidad y legalidad de la 

iniciativa para llegar a los siguientes   

 

 CONSIDERANDOS 

  

PRIMERO. Que conforme lo dispuesto por los numerales, 98 fracción XVI; y 114 fracción I de la 

Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, la Comisión  de Salud y Asistencia Social 

es competente para dictaminar la iniciativa descrita en el preámbulo.  

 

SEGUNDO. Qu e la iniciativa cumple con los requisitos estipulados en los artículos, 130, y 131, 

de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí; 61, y 62, del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, por lo que es procedente su 

análisis. 

 

TERCERO. Que la dictaminadora considero viable trascribir los argumentos que presentan las 

promoventes, en la parte expositiva de su iniciativa, que señala : 

 
òAnte la mayor esperanza de vida y la complejidad de los cuidados en materia de salud, la poblaci·n 

espera y exige que los profesionales que tienen relación con los cuidados y tratamientos médicos estén 

capacitados y calificados, de tal forma que sus co nocimientos y habilidades respondan a sus intereses.  

 

Por ello, la certificación resulta ser una forma objetiva y legal de medir y evaluar los conocimientos y las 

competencias de los especialistas en cualquier área, en este caso concreto, de las enfermeras  y 

enfermeros.  

 

La American Nurses Association  por sus siglas ANA (Asociación Americana de Enfermeros) es la 

asociación profesional líder para los enfermeros registrados en los EE.UU., así como el sindicato más 

fuerte y más grande para la profesión de la enfermería. Su misión es trabajar para mejorar las normas 

de salud y la disponibilidad de los servicios de salud para todas las personas, fomentar normas para la 

enfermería, estimular y promover el desarrollo profesional y bienestar económico y general de los 

enfermeros, trabajando a nivel local, nacio nal e internacional, la ANA promueve los intereses de los 

pacientes y sus familias, las y los enfermeros y la enfermería como profesión mediante la educación, la 

defensa legal, relaciones con la prensa, conferencias y publicaciones.  

 

En 1991, la House of Delegates de la ANA estableció que para hacer el examen general de la 

certificación se tenía que tener un diploma profesional en enfermería. En 1995, la American Nurses 

Credentialing Center (ANCC) decidió que la certificación fuera reservada a los profesio nales de 



enfermería habiendo respondido a las demandas establecidas por la práctica clínica en un dominio 

de especialidad y teniendo una preparación más allá de un nivel básico.  

 

Después de haber añadido estos criterios, en el contexto norteamericano, las y los enfermeros pasan 

los exámenes de certificación basados en los estándares de práctica enfermera reconocida a nivel 

nacional, a fin de demostrar sus conocimientos y habilidades especializadas. Evidentemente esos 

estándares sobrepasan el criterio requer ido por la licenciatura en enfermería.  

  

Actualmente, más de 410 000 enfermeras en Estados Unidos y en Canadá tienen una certificación 

profesional en 134 especialidades proveídas por 67 organizaciones, y al menos 95 certificados son 

diferentes dentro de es te proceso de certificación. (ONCC, 2003; Cary, 2001; Fickeissen, 1990)  

 

Por su parte, en 1983, México respondió al llamado del Consejo Internacional de Enfermería, el cual 

tenía por objeto realizar un estudio permitiendo identificar la situación de la for mación y de la práctica 

de enfermería.  

 

A las necesidades de modernización económica para la participación competitiva de nuestro País en 

el mercado mundial, se integran los requerimientos derivados del Tratado de Libre Comercio para el 

libre tránsito, ent re las tres naciones; Estados Unidos de Norteamérica, Canadá y México, en la 

prestación de servicios profesionales; es decir, aquellos servicios profesionales definidos en el propio 

Tratado como los que requieren de una educación superior especializada o b ien de un adiestramiento 

y experiencia equivalente, cuyo ejercicio es autorizado o restringido por instancias específicas.  

 

Así, en respuesta a la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio en 1994, se estableció un 

diagnóstico comparativo de la situa ción de enfermería en los tres países (Canadá, Estados Unidos y 

México). Los resultados de este diagnóstico pone en evidencia la ausencia de un proceso de 

certificación de las y los enfermeros mexicanos.  

 

En este contexto, se crean las instancias y mecanis mos para la certificación, por medios externos a las 

instituciones que acreditan, licencian la formación y la que otorga la cédula profesional que autoriza 

su desempeño, con base en parámetros internacionales y específicamente comunes a los tres países, 

cu yo objetivo inicial fue el de la negociación de normas y criterios para el reconocimiento de 

certificados y licencias de doce profesiones con los Estados Unidos y Canadá, entre ellas la enfermería.  

 

Dicho así, l a certificación profesional ha venido a ser c onsiderada como el medio que asegura que el 

ejercicio profesional sea eficaz, oportuno, seguro y de calidad; respecto a la vigilancia del ejercicio 

profesional en general, la Secretar²a de Educaci·n P¼blica mantiene su mandato de òVigilar, con 

auxilio de l as asociaciones de profesionistas, el correcto ejercicio de las profesiones ó, as² mismo el 

art²culo 21 de la Ley Reglamentaria del Art²culo 5Á Constitucional, dispone que òDependiente de la 

Secretaría de Educación Pública se establecerá una dirección que s e denominará: Dirección General 

de Profesiones, que se encargará de la vigilancia del ejercicio profesional y será el órgano de conexión 

entre el Estado y los colegios de profesionistas ó, por ello hoy en d²a la Direcci·n General de Profesiones 

promueve la regulación de los procesos de certificación de profesionales .  

 

De acuerdo a la Dirección General de Profesiones, la certificación profesional representa un medio 

idóneo para demostrar a la sociedad quiénes son los profesionistas que han alcanzado la 

actua lización de sus conocimientos y una mayor experiencia en el desempeño de su profesión o 

especialidad, con el propósito de mejorar su desarrollo profesional, obtener mayor competitividad y 

ofrecer servicios de alta profesionalización.  

 



De esta manera, las a sociaciones y colegios de profesionistas han desempeñado un papel destacado 

en la difusión de normas éticas y en el ejercicio honrado y digno de la actividad profesional. Algunos 

consejos han desarrollado esquemas de evaluación y procedimientos para la cer tificación de los 

conocimientos y la experiencia de quienes ejercen una profesión con responsabilidad. Con estos 

procesos se han certificado profesionistas con diversos niveles de especialización.  

 

La Secretaría de Educación Pública (SEP), en uso de las a tribuciones que las normas legales le 

confieren, vigila que los procesos de certificación de profesionistas cumplan con márgenes de 

seguridad jurídica, imparcialidad, honestidad y equidad, a efecto de evitar conflictos de intereses y 

calificar la idoneidad  de esos procesos que las asociaciones y colegios de profesionistas realizan, ya 

que la certificación profesional es una evaluación del ejercicio de una profesión y la vigilancia de su 

correcto desempeño.  

 

Por esta razón, en 1999, se creó el Consejo Mexica no de Acreditación y Certificación de Enfermería 

(COMACE), que por sugerencia de la Secretaría de Educación  Pública y la Secretaría General de 

Profesiones se separan los dos proceso; es decir, la certificación de recursos humanos de enfermería de 

la acred itación de instituciones educativas de enfermería, creándose entonces el Consejo Mexicano 

de Certificación de Enfermería A.C. (COMCE), dedicado a la certificación de enfermeras y 

enfermeros, este tiene como función sustantiva promover e instrumentar proces os de evaluación de 

conocimientos, habilidades, destrezas y valores, a través de una metodología de certificación 

profesional de enfermería que cumpla con márgenes de seguridad jurídica, imparcialidad, 

confiabilidad, equidad, transparencia y ética que gara ntice un ejercicio profesional libre de riesgos 

para la sociedad y la educación continua para el profesional de enfermería; así como garantizar la 

actualización del personal en los niveles de licenciatura, nivel técnico y docentes de enfermería.  

 

Esta orga nización ha tenido dos procesos para garantizar la validez y confiablidad de sus proceso de 

evaluación,   el primero 2007 ð 2010 logró obtener el Certificado de Idoneidad para la certificación de 

profesionales de enfermería a nivel nacional con cédula SEP/ DGP/CPO12/07 con una vigencia de 

cinco años. En el segundo 2010 ð 2013 se logra la segunda  autorización  para continuar realizando la 

certificación por cinco años de 2013 hasta el 2017, con cédula SEP/DGP/CPO12/17 aún vigente.  

 

Las y los candidatos a la certificación y a la recertificación deben responder así a los estándares de 

calidad establecidos por el COMCE a fin de garantizar la calidad de su práctica profesional 

(Secretaría de Salud, 2001).  

 

De esta manera, el proceso de certificación de las enfermeras en México comenzó formalmente en el 

año 2000, y fue a inicios del año 2001 cuando las  presidentas de los Colegios Estatales asumieron el 

compromiso de la vigilancia de la certificación profesio nal y, se dieron a la tarea de socializar para 

sensibilizar sobre la importancia de la Certificación del Ejercicio Profesional a sus colegiadas, lo cual dio 

como resultado la respuesta positiva de 19 Colegios Estatales.   

 

En Julio de 2002 se inició la cer tificación de enfermeros con la participación de 13 Colegios Estatales 

con un total de 1,365 profesionales de  enfermería aspirantes a la certificación de las cuales 1,317 

enfermeros fueron certificados, también es importante señalar que el 07 de Agosto de  2003 se 

constituyó formalmente la Federación Mexicana de Colegios y Asociaciones de  Enfermería por sus 

siglas FEMCAE, A.C., encargada de favorecer el desarrollo de la enfermería y con ello la Certificación.  

 

En febrero del 2007, nacen tres nuevos organis mos que regulan la calidad de la formación de los 

profesionales de enfermería   y del ejercicio profesional y son:  

 



¶ CONSEJO MEXICANO PARA LA ACREDITACIÓN Y CERTIFICACIÓN DE ENFERMERÍA, A.C. (COMACE)  

¶ CONSEJO MEXICANO DE CERTIFICACIÓN DE ENFERMERÍA, A.C. (COMCE)  

¶ CONSEJO MEXICANO PARA LA ACREDITACIÓN DE ENFERMERÍA TÉCNICA, A.C. (COMACET) 

 

A la fecha, existen tres organismos que realizan la certificación de los profesionales de la enfermería, no 

obstante, solo dos de ellos son quienes cuentan con el certificad o de idoneidad expedido por la 

Secretaría de Educación Pública, a través de la Dirección General de Profesiones. Ellos son:  

 

¶ CONSEJO MEXICANO DE CERTIFICACIÓN DE ENFERMERÍA, A.C. (COMCE) 

¶ COLEGIO MEXICANO DE LICENCIADOS EN ENFERMERÍA, A.C.(COMLE) 

 

Cabe seña lar que cada uno de estos   organismos cuenta con su estatuto, y normas en forma 

independiente. Al día de hoy, aproximadamente un total de 8,000  profesionales de la enfermería han 

sido certificados en el país. Dicha certificación se obtiene posterior a una  evaluación de 

conocimientos, de habilidades, de aptitudes, y de valores de la enfermeras en práctica profesional, 

tiene una duración de 3 años y en lo que respecta a la recertificación se realiza a través de currículum 

actualizado.  

 

De esta manera, la certificación privilegia la medición y evaluación de los conocimientos y 

competencias a través de los exámenes que los enfermeros deben hacer y aprobar para obtener el 

certificado. Es entonces deseado que esa actualización tenga un impacto en estos profesi onistas y 

que sus conocimientos validados sean traducidos en su práctica; a su vez, se espera que esta práctica 

trasformada contribuirá a construir una cultura respecto de la certificación y que sirva para como un 

indicador de aquello que los enfermeros y enfermeras se encuentran actualizados en su quehacer 

diario.  

 

La presente iniciativa pretende así que las evaluaciones a que se sometan los profesionistas de la salud 

en el área de la enfermería, permita justamente asegurar la actualización y calidad en lo s cuidados de 

las personas que atiendan, así como las habilidades y destrezas.  

 

La certificación a que obligará la reforma, debe ser llevada a cabo por cualquier organismo que 

cuente con certificado de idoneidad para hacer esa labor, y que es expedido por  la Secretaría de 

Educaci·n P¼blica del Gobierno Federaló. 

 

CUARTO. Que una vez analizada la propuesta, la dictaminadora tuvo a bien revisar la Ley General 

de Salud, toda vez que el planteamiento expuesto se encuentra directamente relacionado con 

dicha mat eria, mismo que a la letra dice:  

 
ñArt²culo 81.- La emisión de los diplomas de especialidades médicas corresponde a las instituciones de educación superior 
y de salud oficialmente reconocidas ante las autoridades correspondientes. 
 
Para la realización de los procedimientos médicos quirúrgicos de especialidad se requiere que el especialista haya sido 
entrenado para la realización de los mismos en instituciones de salud oficialmente reconocidas ante las autoridades 
correspondientes. 
 
El Comité Normativo Nacional de Consejos de Especialidades Médicas tendrá la naturaleza de organismo auxiliar de la 
Administración Pública Federal a efecto de supervisar el entrenamiento, habilidades, destrezas y calificación de la pericia 
que se requiere para la certificación y recertificación de la misma en las diferentes especialidades de la medicina 
reconocidas por el Comité y en las instituciones de salud oficialmente reconocidas ante las autoridades correspondientes.  
 



Los Consejos de Especialidades Médicas que tengan la declaratoria de idoneidad y que estén reconocidos por el Comité 
Normativo Nacional de Consejos de Especialidades Médicas, constituido por la Academia Nacional de Medicina de México, 
la Academia Mexicana de Cirugía y los Consejos de Especialidad miembros, están facultados para expedir certificados de 
su respectiva especialidad médica. 
 
Para la expedición de la cédula de médico especialista las autoridades educativas competentes solicitarán la opinión del 
Comité Normativo Nacional de Consejos de Especialidades Médicas. 
 
Artículo 82.- Las autoridades educativas competentes proporcionarán a las autoridades sanitarias la relación de títulos, 
diplomas y certificados del área de la salud que hayan registrado y la de cédulas profesionales expedidas, así como la 
información complementaria sobre la materia que sea necesaria. 
 
Artículo 83.- Quienes ejerzan las actividades profesionales, técnicas y auxiliares y las especialidades médicas, deberán 
poner a la vista del público un anuncio que indique la institución que les expidió el Título, Diploma, número de su 
correspondiente cédula profesional y, en su caso, el Certificado de Especialidad vigente. Iguales menciones deberán 
consignarse en los documentos y papelería que utilicen en el ejercicio de tales actividades y en la publicidad que realicen al 
respecto.ò 

 

Asimismo, la Ley General de Educación establece la competencia de la expedición de 

certificados por parte de la aquellas instituciones reconocidas por la autoridad, y que realicen 

procesos educativos en materia de salud en el área de la enfermería.  

 
ñArt²culo 64.- La Secretaría, por acuerdo de su titular, podrá establecer procedimientos por medio de los cuales se expidan 
certificados, constancias, diplomas o títulos a quienes acrediten conocimientos parciales o terminales que correspondan a 
cierto nivel educativo o grado escolar, adquiridos en forma autodidacta, de la experiencia laboral o a través de otros 
procesos educativos. 
 
Los acuerdos secretariales respectivos señalarán los requisitos específicos que deban cumplirse para la acreditación de los 
conocimientos adquiridosò. 

 

Se advierte que la presente tiene como pretensión que los profesionales de la salud en el área de 

enfermería se actualicen de forma continua, a fin de asegurar la calidad en los servicios q ue 

prestan, así como que sus habilidades y destrezas se encuentren de forma continua evaluadas, lo 

que hace que el destinatario final que es el paciente sea atendido de una forma adecuada a las 

necesidades propias de su padecimiento, es así que quienes int egramos la dictaminadora 

consideramos factible la adición propuesta;  con fundamento en los artículos, 85, y 86, del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, ponemos a 

consideración del Honorable Pleno, el siguiente  

 

DICTAMEN 

 

ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba, con modificaciones, la iniciativa citada en el 

preámbulo  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

Ante la mayor esperanza de vida y la complejidad de los cuidados en materia de salud, la 

población espera y exige que los profesionales que tienen relación con los cuidados y 

tratamientos médicos, estén capacitados y calificados de tal forma que sus conocimientos y 

habilidades respondan a sus intereses.  

 



Por ello, la certificación resulta ser una forma objetiva, además de leg al, de medir y evaluar los 

conocimientos y las competencias de los especialistas en cualquier área, en este caso 

concreto, de las enfermeras y los enfermeros.  

 

En este sentido, la certificación profesional ha venido a ser considerada como el medio que 

aseg ura que el ejercicio profesional sea eficaz, oportuno, seguro y de calidad; respecto a la 

vigilancia del ejercicio profesional en general, la Secretaría de Educación Pública mantiene su 

mandato de òVigilar, con auxilio de las asociaciones de profesionistas , el correcto ejercicio de 

las profesiones ó, as² mismo, el art²culo 21 de la Ley Reglamentaria del Art²culo 5Á Constitucional, 

dispone que òDependiente de la Secretaría de Educación Pública se establecerá una 

dirección que se denominará: Dirección General de Profesiones, que se encargará de la 

vigilancia del ejercicio profesional y será el órgano de conexión entre el Estado y los colegios 

de profesionistas ó, por ello la Direcci·n General de Profesiones promueve la regulaci·n de los 

procesos de certificación  de profesionales .  

 

La certificación profesional representa un medio idóneo para demostrar a la sociedad quiénes 

son los profesionistas que han alcanzado la actualización de sus conocimientos, y una mayor 

experiencia en el desempeño de su profesión o espe cialidad, con el propósito de mejorar su 

desarrollo profesional y obtener mayor competitividad para ofrecer servicios de alta 

profesionalización.  

 

De esta manera, las asociaciones y colegios de profesionistas han desempeñado un papel 

destacado en la difusi ón de normas éticas, y en el ejercicio honrado y digno de la actividad 

profesional. Algunos consejos han desarrollado esquemas de evaluación y procedimientos 

para la certificación de los conocimientos y la experiencia de quienes ejercen una profesión 

con r esponsabilidad. Con estos procesos se han certificado profesionistas con diversos niveles 

de especialización.  

 

La Secretaría de Educación Pública en uso de sus atribuciones, vigila que los procesos de 

certificación de profesionistas cumplan con márgenes d e seguridad jurídica, imparcialidad, 

honestidad y equidad, a efecto de evitar conflictos de intereses y calificar la idoneidad de 

esos procesos que las asociaciones y colegios de profesionistas realizan, ya que la 

certificación profesional es una evaluació n del ejercicio de una profesión y la vigilancia de su 

correcto desempeño.  

 

Por esta razón, en 1999 se creó el Consejo Mexicano de Acreditación y Certificación de 

Enfermería (COMACE), que por sugerencia de la Secretaría de Educación  Pública, y la 

Direcció n General de Profesiones se separan los dos proceso, es decir, la certificación de 

recursos humanos de enfermería de la acreditación de instituciones educativas de enfermería, 

creándose entonces el Consejo Mexicano de Certificación de Enfermería A.C (COMCE ), 

dedicado a la certificación de enfermeras y enfermeros, que tiene como función sustantiva 

promover e instrumentar procesos de evaluación de conocimientos, habilidades, destrezas y 

valores, a través de una metodología de certificación profesional de enfe rmería que cumpla 

con márgenes de seguridad jurídica, imparcialidad, confiabilidad, equidad, transparencia y 

ética, que garantice un ejercicio profesional libre de riesgos para la sociedad, y la educación 



continua para el profesional de enfermería; así com o garantizar la actualización del personal 

en los niveles de licenciatura, nivel técnico, y docentes de enfermería.  

 

Las personas candidatas a la certificación y a la recertificación deben responder así a los 

estándares de calidad establecidos por este Consejo, a fin de garantizar la calidad de su 

práctica profesional; de esta manera el proceso de certificación de las en fermeras en México 

comenzó formalmente en el año 2000, y fue a inicios del año 2001 cuando las personas 

titulares de las presidencias de los colegios estatales asumieron el compromiso de la vigilancia 

de la certificación profesional, y se dieron a la tarea  de socializar para sensibilizar sobre la 

importancia de la Certificación del Ejercicio Profesional a las personas colegiadas, lo cual dio 

como resultado la respuesta positiva de 19 colegios estatales.  

 

En julio de 2002 se inició la certificación de enfer meros con la participación de 13 colegios 

estatales, con un total de 1,365 profesionales de  enfermería aspirantes a la certificación; de 

las cuales 1,317 enfermeros fueron certificados.  

 

De esta manera, la certificación privilegia la medición y evaluación  de los conocimientos y 

competencias, a través de los exámenes que las personas dedicadas a la enfermería deben 

hacer y aprobar para obtener el certificado. Es entonces deseado que esa actualización 

tenga un impacto en estos profesionistas, y que sus conoc imientos validados sean traducidos 

en su práctica; a su vez, se espera que esta práctica trasformada contribuirá a construir una 

cultura respecto de la certificación, que sirva como un indicador de que los enfermeros y las 

enfermeras se encuentran actualiz ados en su quehacer diario.  

 

La certificación debe ser llevada a cabo por cualquier organismo que cuente con certificado 

de idoneidad para hacer esa labor, y que es expedido por la Secretaría de Educación.  

 

PROYECTO 

DE 

DECRETO 

 

 

ÚNICO. Se ADICIONA  el artículo 71 QUINQUE, a la Ley de Salud del Estado de San Luis Potosí, 

para quedar como sigue  

 

ARTÍCULO 71 QUINQUE. Las personas que ejerzan en forma pública y/o privada la enfermería, 

deberán contar con certificación vigente otorgada por organismos debidamente 

reconocidos por la autoridad en materia de educación superior, así como por las autoridades 

federales y estatales sanitarias, en los términos que correspondan.  

 

T R A N S I T O R I O S 

 

PRIMERO. Este  Decreto entrará en vigor al día siguiente d e su publicación en el Periódico 

Oficial del Estado.  

 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  



DADO EN LA SALA òLIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETAó DEL HONORABLE CONGRESO DEL 

ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS VEINTE  DÍAS DEL MES DE JULIO DE DOS 

MIL DIECISÉIS. 

 

POR LA COMISIÓN DE SALUD Y ASISTENCIA SOCIAL 

 
 

Nombre 
 

Firma 
 

 
Diputada Guillermina Morquecho Pazzi 

Presidenta 
 

 
 
 

 
Diputada Lucila Nava Piña 

Vicepresidenta 
 

 

Diputada María Graciela Gaitán Díaz 
Secretaria 

 

 

Diputado José Luis Romero Calzada 
Vocal 

 

 

Diputada Josefina Salazar Báez 
Vocal 

 

 

 
Firmas del Dictamen que adiciona el artículo 71 QUINQUIE a la Ley de Salud del Estado de San Luis Potosí 



CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DEL  

CONGRESO DEL ESTADO, 

PRESENTES. 

 

A la Comisión Salud y Asistencia Social se turnó en Sesión Ordinaria de fecha 9 de junio del 

presente año,  la iniciativa que impulsa reformar el artículo 5° en su apartado A, la fracción XIV, 

de la Ley de Salud del Estado de San Luis Potosí, presentada po r la legisladora Guillermina 

Morquecho Pazzi.  

 

En este sentido, quienes integran la dictaminadora analizaron la viabilidad y legalidad de la 

iniciativa para llegar a los siguientes   

 

 CONSIDERANDOS 

  

PRIMERO. Que conforme lo dispuesto por los artículos, 98 fracción XVI, y 114 fracción I, de la 

Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, la Comisión de Salud y Asistencia Social 

es competente para dictaminar la iniciativa descrita en el preámbulo.  

 

SEGUNDO. Que la iniciativa cumple con los requisitos estipulados en los artículos, 130, y 131, 

de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí; 61, y 62, del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, por lo que es proceden te su 

análisis. 

 

TERCERO. Que la dictaminadora consideró pertinente la transcripción de los argumentos 

que la promovente manifiesta en la exposición de motivos de su iniciativa y señala:  

 
òEl trastorno alimenticio se caracteriza principalmente por per²odos o hábitos incontrolados e impulsivos 

de ingesta de alimentos más allá de los límites razonables. Aunque los síntomas no incluyan la toma de 

purgantes pueden darse episodios esporádicos de ayuno o dietas seguidas de sentimientos de 

vergüenza o culpa. Las p ersonas que comen compulsivamente suelen experimentar angustia y 

depresión que, a su vez, dan paso a periodos de excesos en la comida.  

 

El peso corporal puede variar de normal a  la obesidad  leve, moderada  o grave, otros trastornos 

alimentarios  pueden inclu ir una combinación de los signos y síntomas de la anorexia y/o bulimia.  Estos 

comportamientos  pueden representar un peligro físico y emocional para la persona y, en la mayoría 

de los casos, necesitan la ayuda de un profesional.  

 

A menudo, suelen presentarse en edades comprendidas entre los 12 a 35 años y, por lo general, se 

traducen en anorexia y bulimia. Hoy en día no se conocen con exactitud las causas de estos 

trastornos. Sin embargo, a través de estudios se ha demostrado que las niñas con TDAH  (Trastorno por 

Déficit de Atención con Hiperactividad) tienen una mayor probabilidad de contraer un trastorno 

alimenticio que los no afectados por dicho trastorno.  

 

La presión ejercida por la sociedad y la idealización mediática de cuerpos estilizados son  también un 

factor significativo.  La genética puede también ser una razón para padecer el trastorno. Si bien el 

tratamiento adecuado puede ser muy eficaz, las consecuencias de estos trastornos suelen ser graves, 

ya sea por los efectos directos sobre los há bitos alimenticios o el pensamiento suicida.  



 

En nuestra entidad, para algunas personas vivir a base de dietas y purgas, puede representar una 

manera de hacer frente a emociones dolorosas, o bien, para sentir que controlan su propia vida, pero 

en realidad afectan y dañan su bienestar físico, emocional, en pocas palabras, su salud; es por ello, 

que resulta verdaderamente importante, que las autoridades en materia de salud, hagan frente a este 

tipo de padecimientos y realicen programas de prevención y control , ayudando así una parte de la 

poblaci·n, que en la mayor²a de los casos, resulta ser las m§s jovenó. 

 

CUARTO.  Que la dictaminadora considera insoslayable la presentación de un ejercicio de 

derecho comparado, toda vez que provee a este Honorable Pleno, la  información necesaria para 

acotar los cambios legislativos en materia de salud:  

 
Ley de Salud del Estado de San Luis 

Potosí 
(texto normativo vigente) 

Ley de Salud del Estado de San Luis 
Potosí 

(texto normativo propuesto) 

ARTICULO 5º. En los términos de la 
Ley General de Salud, y de la presente 
Ley, corresponde al estado:  
 
A. En materia de salubridad general: 
 
I.a XIIIé 
 
XIV. La prevención y el control de las 
enfermedades no transmisibles y 
accidentes; 
 
XV.a XXXVII. é 
 
B. é 
 
I.a V. é 
 
C. é 

ARTICULO 5º. En los términos de la 
Ley General de Salud, y de la presente 
Ley, corresponde al estado:  
 
A. En materia de salubridad general: 
 
I.a XIIIé 
 
XIV. La prevención y el control de las 
enfermedades no transmisibles, los 
trastornos alimenticios y accidentes; 
 
XV.a XXXVII. é 
 
B. é 
 
I.a V. é 
 
C. é 

 

QUINTO. Que al entrar al estudio y análisis de la propuesta en cita, la dictaminadora consideró 

estimable distinguir si el concepto de òtrastornos alimenticiosó que pretende adicionarse es, o no, 

un padecimiento trans misible, o que el mismo derive de un problema de salud mental.  

 

En este sentido, la Secretaría de Salud a nivel Federal, a través de su Centro Nacional de Equidad 

de G®nero y Salud Reproductiva, en el a¶o 2004, elabor· la òGu²a de Trastornos Alimenticiosó, 

misma que claramente explica que los trastornos alimenticios proceden de un padecimiento de 

salud mental, depresión, ansiedad, déficit de atención, entre otros, y que presenta la información 

siguiente:  

 
òEs cierto que la anorexia y la bulimia se conocen desde hace algún tiempo; estos trastornos habían 

sido descritos como cuadros clínicos desde finales del siglo XIX y aparecen casos documentados 

desde el siglo XVII, sin embargo, su expansión tanto numérica como territorial y su relación con rasgos 



de la cul tura actual permiten caracterizarlos como patologías propias de la sociedad urbana 

contemporánea. La anorexia y la bulimia afectan a millones de personas en todo el mundo. Pueden 

causar desnutrición, afecciones cardiacas e incluso la muerte. Son difíciles de tratar y permanecen 

ocultos hasta para las amistades y familiares más próximos de quien los sufre.  Aunque los trastornos 

alimenticios se padecen individualmente y tienen causas psicológicas, el entorno cultural y familiar 

marcan su aparición y los oríge nes de los trastornos alimenticios; son, por lo tanto, multicausales.  

Además, su expansión social los ubica como un problema de salud pública que requiere ser estudiado 

y atendido de manera específica con urgencia cada vez mayor. La prevalencia de la anore xia entre 

la población general varía de 0.5 a 1.5%, mientras que la bulimia alcanza 3%. La población más 

vulnerable son las mujeres adolescentes. (Énfasis añadido)  

 

Si bien es cierto, que los trastornos alimenticios han sido llamados òde la abundanciaó y aparecen 

mayoritariamente en países desarrollados, en zonas urbanas y en estratos socioeconómicos altos, no 

son exclusivos de ellos y la tendencia parece mostrar su expansión hacia otros países, regiones y 

sectores sociales. En este sentido, pueden constitu ir una vía de desnutrición cualitativamente diferente 

a la tradicional, relacionada ésta con la pobreza y la extrema pobreza.  

 

Los efectos de los trastornos alimenticios no se limitan a una sola esfera de la vida de la persona que los 

padece y no sólo ella  se ve afectada, sino que su entorno familiar resiente también las consecuencias, 

para poder hacer frente a los diferentes aspectos que se ven involucrados, el tratamiento de los 

trastornos debe hacerse desde diversos flancos; las respuestas que exigen los  problemas que plantean 

los trastornos alimenticios sólo pueden ser tan complejas como el trastorno mismo. Lo mismo puede 

decirse respecto de la prevención.  

 

Por un lado, la multicausalidad de los trastornos alimenticios implica que la prevención, para ser  útil, 

tendría que hacerse en más de un ámbito y en niveles muy profundos: modificar patrones culturales, 

estructuras familiares anquilosadas y demás. Por el otro, la preeminencia de estos trastornos en edades 

tempranas puede conducir a la implantación de algunos programas educativos en el ámbito escolar 

que pudieran resultar efectivos; en ellos el objetivo estaría encaminado al fortalecimiento del carácter 

de las jóvenes para que puedan hacer frente al impacto de influencias nocivas externas; sin embargo, 

las mayores dificultades están en la posibilidad de enfrentar a los conflictos internos, las influencias que, 

desde dentro de cada persona, derivan en un trastorno alimenticio. En este sentido, la difusión de 

información veraz no es suficiente y la verdade ra prevención del trastorno, así como su tratamiento, 

debe ubicarse en un nivel de trabajo más afectivo.  

 

¿Qué son los trastornos alimenticios?  

 

Un trastorno hace referencia a un conjunto de síntomas, conductas de riesgo y signos que puede 

presentarse en diferentes entidades clínicas y con distintos niveles de severidad; no se refiere a un 

síntoma aislado ni a una entidad específica claramente esta blecida. Los trastornos alimenticios se 

presentan cuando una persona no recibe la ingesta calórica que su cuerpo requiere para funcionar 

de acuerdo con su edad, estatura, ritmo de vida, etcétera.  

 

Los principales trastornos alimenticios son la anorexia, l a bulimia y la compulsión para comer, del que 

no hablaremos mucho aquí. La anorexia se caracteriza por una gran reducción de la ingesta de 

alimentos indicada para el individuo en relación con su edad, estatura y necesidades vitales. Esta 

disminución no res ponde a una falta de apetito, sino a una resistencia a comer, motivada por la 

preocupación excesiva por no subir de peso o por reducirlo. En la bulimia el consumo de alimento se 

hace en forma de atracón, durante el cual se ingiere una gran cantidad de alim ento con la sensación 

de pérdida de control. Son episodios de voracidad que van seguidos de un fuerte sentimiento de 



culpa, por lo que se recurre a medidas compensatorias inadecuadas como la autoinducción del 

vómito, el consumo abusivo de laxantes, diuréti cos o enemas, el ejercicio excesivo y el ayuno 

prolongado.  

 

En la compulsión para comer se presenta el síntoma del atracón sin la conducta compensatoria, por 

ello, quien lo padece puede presentar sobrepeso. Quienes presentan anorexia o bulimia piensan casi  

exclusivamente en cuánto y cómo comen o en dejar de hacerlo, y están pendientes de su imagen de 

manera obsesiva, piensan mucho en cómo y en cómo son vistos por los otros. Detrás de estos 

comportamientos hay una preocupación absoluta por el peso, por no en gordar, por mantener una 

delgadez extrema o conseguir una mayor. La imagen corporal de sí mismo está distorsionada y no 

corresponde a la realidad. Una misma persona puede presentar diversos comportamientos y en 

muchos casos es frecuente encontrar las condu ctas alternadamente por periodos de tiempo 

específicos; la mayor incorporación de comportamientos patógenos puede indicar el avance del 

padecimiento.  

 

Los trastornos alimenticios se inician o presentan principalmente en adolescentes y púberes; muy 

probable mente, las personas de mayor edad que los padecen iniciaron conductas sintomáticas en 

esta etapa de su vida. Las edades de aparición o de inicio del trastorno van desde los 12 hasta los 25 

años y la frecuencia aumenta entre los 12 y los 17 años. La expansi ón de los padecimientos ha 

implicado también su aparición en edades cada vez más tempranas. Los trastornos alimenticios 

presentan tanto en hombres como en mujeres y aunque la cantidad de mujeres que los padecen es 

muy superior a la de hombres, en los últim os años el número de casos de hombres ha aumentado en 

forma constante. De igual modo, ha aumentado la atención que los medios de comunicación y los 

profesionales prestan a este hecho, lo que remite al tiempo cuando los trastornos padecidos por 

mujeres empe zaron a llamar la atención. El diagnóstico de los trastornos alimenticios en hombres se 

enfrenta con ciertos prejuicios sociales que también prevalecen en el personal de salud: algunos 

médicos suponen que ser mujer es condición indispensable para presentar los y que sólo ellas los 

padecen. Comer demasiado y estar pasado de peso resulta culturalmente más aceptable y menos 

notorio en el caso de los hombres, por lo que el trastorno puede pasar inadvertido. Son casi 

exclusivamente las mujeres quienes padecen ano rexia y bulimia.  

 

¿Por qué se presentan los trastornos alimenticios?  

 

Si bien es cierto que no se ha establecido una etiología específica para los trastornos alimenticios, se 

afirma que su causalidad es multifactorial y abarca una multiplicidad de element os que se combinan y 

acumulan de manera específica en ambientes diversos y en un momento evolutivo particular -la 

adolescencia - de las personas que los padecen.  Se sugieren ámbitos de riesgo que incluyen el 

contexto cultural y el familiar, la vulnerabilid ad constitucional y experiencias adversas de la vida 

personal que se relacionan en cada caso de manera específica y determinan configuraciones propias 

en éstos. Además de lo dicho en cuanto al contexto cultural, en el contexto familiar suelen encontrarse 

los rasgos característicos de lo que se define como la familia psicosomática: aglutinantes, 

sobreprotectoras, rígidas. Por ejemplo: los miembros de la familia están sobreinvolucrados 

recíprocamente y cada uno manifiesta tendencias intrusivas en los pensamie ntos, sentimientos y 

acciones de los otros; ello deriva en escasísima autonomía y privacidad.  

 

La sobreprotección tiende a sofocar la existencia de los conflictos de la familia, que son así evitados o 

evadidos más que resueltos; en este sentido, la o el p aciente juega un rol central. Los límites 

intergeneracionales e interindividuales son débiles, poco claros y conducen a la confusión de 

funciones y lugares. La rigidez se expresa en la resistencia al cambio y en la intolerancia a las 

diferencias y desacuer dos familiares, aparentando que se muestra unida, armoniosa y sin fallas, 



fracturas ni problemas.  

 

En el terreno psicológico se entiende que los trastornos alimenticios son síntomas de asuntos 

subyacentes relacionados con conflictos emocionales.  La aliment ación trastornada constituye para 

quienes la presentan formas de nutrirse o protegerse, de expresar ira, de autocastigarse, apaciguar 

tensiones insoportables, distanciarse de situaciones dolorosas y hasta crear una identidad. Ello se 

manifiesta en expresio nes como las siguientes:  

 

I.  òComer me calma, me tranquiliza...ó.  

II. òTodo me agita y toda esa agitaci·n la experimento como una sensaci·n de hambre, incluso si 

acabo de comer. Tengo miedo de mí misma, de los sentimientos a los que estoy expuesta a cada 

minuto  sin defensaó. 

III. òEstoy en mi propia c§rcel. No me importa lo que digan los otros, me he sentenciado a la 

delgadezó.  

IV. òLa comida no me contesta ni me exige nadaó.  

V. òDespu®s de purgarme me relajoó.  

VI. òMe siento exitosa cuando bajo medio kiloó.  

VII. òNo me importa que todos me digan que no estoy gorda, que es cuestión de mi mente. Aun 

cuando s·lo est§ en mi mente, yo llevo los pensamientos ah². Son m²osó. 

VIII.  òCuando como, siento y es mejor no sentir; tengo demasiado miedoó. (Énfasis añadido).  

 

Para quienes sufren trastornos alimenticios, la valoración que hacen de sí mismos está 

sobredeterminada por la imagen corporal, en la que se deposita la autoestima y la sensación de 

control sobre su vida. Problemas emocionales de todo tipo, conflictos pers onales en relación con la 

identidad sexual y de género, con las relaciones interpersonales y la falta de ubicación subjetiva 

también son determinantes de los trastornos alimenticios.  

 

¿Cómo se atienden los trastornos alimenticios?  

 

La atención de los trast ornos alimenticios no es fácil ni unívoca; debido a su complejidad, a la multitud 

de factores intervinientes y a la dificultad de su abordaje, el manejo de los mismos es una tarea 

combinada que requiere la conformación de un equipo de profesionales de dive rsas disciplinas que 

trabajen conjuntamente. A su vez, es necesario rescatar la singularidad de cada caso y escuchar a 

cada paciente en su problemática específica.  

 

El equipo de tratamiento básico debe ofrecer atención médica y psicoterapéutica y, de acue rdo con 

el caso, proporcionar terapia familiar o grupal, consulta ginecológica, psiquiátrica, endocrinológica y 

nutricia con profesionales idóneos que conozcan los trastornos alimenticios. No basta una labor de 

equipo multidisciplinaria, se requiere de un tratamiento interdisciplinario, esto es, que profesionales de 

distintas disciplinas diseñen y establezcan mecanismos de intercambio profesional constantes y 

permanentes que permitan el trabajo conjunto más allá de las esferas de acción de cada quien. A su 

vez, la comunicación debe extenderse a cada paciente y a su familia.  

 

El trastorno constituye una representación sintomática de conflictos inconscientes, tanto personales 

como familiares que tienden a trasladarse y reproducirse en el seno del equipo de tra bajo, también de 

manera inconsciente, por otro lado, las acciones implementadas en cada campo tienen efectos en 

otro y la comunicación permanente es lo que permite un conocimiento pleno del desarrollo del caso. 

El flujo de información constante entre las d iversas esferas de atención es necesario para el buen 

funcionamiento del equipo y el logro del objetivo del tratamiento, que es restaurar la salud y el 

bienestar del o de la paciente. La articulación de distintos modelos de trabajo posibilita el 



enriquecim iento mutuo, pero al mismo tiempo requiere de paciencia para sobrellevar momentos de 

no integraci·n entre los sectores de las distintas disciplinasó. 2 

 

SEXTO. Que a partir de la información que se obtuvo por parte de la Secretaría de Salud, la 

dictaminado ra observa que los denominados òtrastornos alimenticiosó son el resultado de 

padecimientos mentales no atendidos primigeniamente, lo que conlleva a desórdenes de tipo 

alimenticio; en ese tenor, resulta pertinente y viable la reubicación del contenido norma tivo 

propuesto, toda vez de que el mismo se encuentra relacionado con la  salud mental, es  así 

que quienes integramos la dictaminadora consideramos factible la reforma, ya que como se 

observa en los argumentos de la promovente, los padecimientos señalados se encuentran a la 

alza en nuestro Estado. Por lo expuesto, con fundamento en los artículos, 85, y 86, del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, ponemos a 

consideración del Honorable Pleno, el siguiente  

 

DICTAMEN 

 

ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba, con modificaciones, la iniciativa citada en el 

preámbulo.  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

Los trastornos de la alimentación  también conocidos como psicopatologías alimentarias, son 

alteraciones emocionales que conllevan una preocupación excesiva por la figura corporal. 

Las personas que padecen algún desorden de este tipo, dan importancia obsesiva a su 

autoimagen, lo que incluy e principalmente los alimentos, alrededor de los cuales giran todos 

sus pensamientos, sueños, problemas y su vida en general.  

 

En relación a este problema intervienen múltiples factores personales, familiares y sociales, 

aunados a la baja autoestima deriva da de comparaciones propias y externas entre amigos y 

familiares, episodios traumáticos, la influencia de los medios de comunicación o fobia a 

modificar el peso corporal; las personas con este tipo de trastornos se someten a dietas o 

ejercicio excesivo  que  muchas de las veces ponen en peligro su vida y su dieta puede ser 

modificada radicalmente, es decir, pueden comer raciones extremadamente pequeñas o 

exageradamente abundantes; la  presión ejercida por la sociedad y la idealización mediática 

de cuerpos esti lizados son también un factor significativo.  La genética puede también ser una 

razón para padecer estos trastornos, si bien el tratamiento adecuado puede ser muy eficaz, 

las consecuencias de éstos suelen ser graves, ya sea por los efectos directos sobre lo s hábitos 

alimenticios, o el pensamiento suicida de quien lo padece; por ello es indispensable darle 

prioridad a estos padecimientos originados por una salud mental cada vez más 

desequilibrada en nuestro entorno socio -cultural.  
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2
 http://www.salud.gob.mx/unidades/cdi/documentos/guiatrastornos.pdf (Consultada 4 de julio de 2016) 

http://www.salud.gob.mx/unidades/cdi/documentos/guiatrastornos.pdf


 

ÚNICO. Se REFORMA el artículo 5º en su apartado A la fracción IV, de la Ley de Salud del 

Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue  

 

ARTÍCULO 5º. é 

 

A. é 

 

I a III. é 

 

IV. La salud mental y los trastornos alimenticios ; 

 

V a XXXVII. é 

 

B y C. é 

 

T R A N S I T O R I O S 

 

PRIMERO. Este  Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Estado.  

 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  

 

DADO EN LA SALA òLIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETAó DEL HONORABLE CONGRESO DEL 

ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS VEINTE  DÍAS DEL MES DE JULIO DE DOS 

MIL DIECISÉIS. 

 

POR LA COMISIÓN DE SALUD Y ASISTENCIA SOCIAL 

 
Nombre Firma 

Diputada Guillermina Morquecho Pazzi 
Presidenta 

 

Diputada Lucila Nava Piña 
Vicepresidenta 

 

Diputada María Graciela Gaitán Díaz 
Secretaria 

 

Diputado José Luis Romero Calzada 
Vocal 

 

Diputada Josefina Salazar Báez 
Vocal 

 

 
*Firmas del Dictamen que reforma la fracción IV, apartado A, del artículo 5° de la  Ley de Salud del Estado.  



CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DEL CONGRESO  
DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 
PRESENTES. 

 
A la Comisión de Asuntos Indígenas en fecha 4 de mayo del 2016, le fue turnada Iniciativa que 
inpulsa derogar último párrafo del artículo 27, de la Ley para el Instituto de Desarrollo Humano y 
Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, que promueve el 
legislador J. Guadalupe Torres Sánchez.  
 
En tal virtud al entrar al análisis de la citada iniciativa para emitir el presente, la Comisión dictaminadora 
atiende a las siguientes 
 

CONSIDERACIONES 
 

PRIMERA. Que conforme a lo dispuesto por el numeral 100, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 
del Estado, la Comisión de Asuntos Indígenas es competente para dictaminar la iniciativa descrita. 
 
SEGUNDA. Que la iniciativa cumple con los requisitos estipulados en los artículos, 61 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 130 y 131 de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo del Estado; 61 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del 
Estado, por lo que es procedente su análisis y dictamen. 
 
TERCERA. Que a fin de conocer la iniciativa en estudio se presenta cuadro comparativo entre la ley 
vigente y la propuesta de adecuación, así como cita de su exposición de motivos 
 

LEY PARA EL INSTITUTO DE 
DESARROLLO HUMANO Y 
SOCIAL DE LOS PUEBLOS Y 
COMUNIDADES INDÍGENAS 
DEL ESTADO DE SAN LUIS 
POTOSÍ. 
 
ARTICULO 27. El Consejo 
Consultivo se integrará de la 
siguiente forma:  
 
Por ciudadanos o ciudadanas 
con conocimientos y experiencia 
en materia de derechos y cultura 
indígena propuestos por las 
comunidades indígenas mediante 
el procedimiento siguiente: en 
cada uno de los municipios con 
presencia indígena acreditada 
mediante el padrón de 
comunidades existente, se 
convocará a mujeres y hombres 
propuestos mediante asamblea 
comunitaria, jueces auxiliares y 

LEY PARA EL INSTITUTO DE 
DESARROLLO HUMANO Y 
SOCIAL DE LOS PUEBLOS Y 
COMUNIDADES INDÍGENAS 
DEL ESTADO DE SAN LUIS 
POTOSÍ. 
 
ARTICULO 27. El Consejo 
Consultivo se integrará de la 
siguiente forma:  
 
Por ciudadanos o ciudadanas con 
conocimientos y experiencia en 
materia de derechos y cultura 
indígena propuestos por las 
comunidades indígenas mediante 
el procedimiento siguiente: en 
cada uno de los municipios con 
presencia indígena acreditada 
mediante el padrón de 
comunidades existente, se 
convocará a mujeres y hombres 
propuestos mediante asamblea 
comunitaria, jueces auxiliares y 



comisariados ejidales de las 
comunidades indígenas para que 
en una sesión libre y de 
conformidad a sus 
procedimientos, elijan a un 
representante titular y un 
suplente, uno debe ser hombre y 
otro mujer y nunca del mismo 
género; para ser propuesto al 
nombramiento como integrante al 
Consejo Consultivo del Instituto, 
lo cual será definido por la Junta 
Directiva, de conformidad a la 
convocatoria que al efecto se 
expida en términos del 
reglamento interior del Instituto.  
 
El número total de integrantes del 
Consejo Consultivo será 
determinado por la Junta 
Directiva, pero en ningún caso 
podrá ser menor a 24 miembros.  
 
Si el representante titular del 
Instituto es hombre, el suplente 
de éste será mujer, y viceversa.  
 
Además, se integrará al Consejo 
Consultivo, a los diputados de la 
Comisión de Asuntos Indígenas 
del Honorable Congreso del 
Estado de San Luis Potosí.  

comisariados ejidales de las 
comunidades indígenas para que 
en una sesión libre y de 
conformidad a sus procedimientos, 
elijan a un representante titular y 
un suplente, uno debe ser hombre 
y otro mujer y nunca del mismo 
género; para ser propuesto al 
nombramiento como integrante al 
Consejo Consultivo del Instituto, lo 
cual será definido por la Junta 
Directiva, de conformidad a la 
convocatoria que al efecto se 
expida en términos del reglamento 
interior del Instituto.  
 
 
El número total de integrantes del 
Consejo Consultivo será 
determinado por la Junta Directiva, 
pero en ningún caso podrá ser 
menor a 24 miembros.  
 
Si el representante titular del 
Instituto es hombre, el suplente de 
éste será mujer, y viceversa. 

 
ñEXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
El estado de San Luis Potosí  tiene una composición pluriétnica, pluricultural y multilingüística, por ello 
con el objetivo de fomentar por medio de la educación, una cultura del ejercicio de la ampliación de las 
opciones reales de vida,  y aplicar políticas pluralistas que permitan la incorporación de los individuos y 
sus colectividades con identidades culturales diversas a la sociedad, se crea el Instituto de Desarrollo 
Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, que 
propondrá el diseño de políticas públicas destinadas a asegurar el desarrollo humano y social de las 
comunidades e individuos indígenas, evaluará las políticas y acciones implementadas por las 
instituciones, realizará investigación sobre la materia indígena, concientizará a la sociedad sobre la 
cultura y los derechos indígenas, y fortalecerá la colaboración interinstitucional al crear vínculos con 
comunidades indígenas, y organizaciones que apoyen proyectos dirigidos a su población. 
 
Con el propósito de incentivar la participación de las diferentes etnias en su estructura, el Instituto 
cuenta a su vez con un consejo consultivo, en el que participan representantes indígenas de las 



regiones del Estado, electos mediante procedimientos abiertos, con representaciones de las 
comunidades. 
 
De manera incorrecta, y atentando contra la naturaleza del consejo consultivo, se publicó el 29 de mayo 
de 2014 en el Periódico Oficial del Estado la adición de un párrafo quinto al numeral 27 de la Ley del 
Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de San 
Luis Potosí, para incluir a los diputados de la Comisión de Asuntos Indígenas del Honorable Congreso 
del Estado, en el consejo consultivo. 
 
Ante esta reforma la Comisión Estatal de Derechos Humanos, interpuso la Acción de 
Inconstitucionalidad 31/2014, ante la suprema Corte de la Nación, la cual resolvió en sesión del 08 de 
Marzo de 2016, que al incidir en la integración del Consejo Consultivo del Instituto de Desarrollo 
Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, sin consultar 
previamente a las comunidades y pueblos indígenas de la entidad, afecta directamente a los pueblos 
indígenas del Estado, al ser dicho Consejo el órgano representativo de las comunidades, mediante el 
cual ejercen su derecho a participar en el diseño de las políticas públicas que se adoptarán por el Poder 
Ejecutivo Local, luego entonces los efectos del fallo fue el de declarar la inaplicación de la adición en 
comento. 
 
En aras de contar con una legislación congruente y coherente con los criterios que señala nuestro 
máximo órgano Jurisdiccional, y con el objetivo de que la Ley del Instituto, tenga un contenido claro, y 
aplicable en su totalidad, se propone derogar el párrafo quinto de la Ley, la cual se sujeta a los 
principios de practicidad, legalidad y congruencia entre otros.ò 
 
CUARTA. Que la dictaminadora está de acuerdo con lo que expone el proponente por ser instrucción 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pese a que el Ministro Medina Mora que considera que la 
participación del Congreso dentro del Consejo Consultivo, lejos de afectar ayuda en concretar la 
generación de políticas públicas. 
 
Por lo anterior, con fundamento en los artículos, 92 párrafo segundo, y 94, de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo; 85, y 86, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, se presenta a 
esta Asamblea Legislativa, el siguiente 
 

DICTAMEN 
 
ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba, la iniciativa señalada en el proemio. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
Una vez que la Controversia interpuesta ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación fue analizada y 
discutida, tomando en cuenta, los acuerdos internacionales que ha suscrito el Estado mexicano; la 
legislación de los Estados Unidos Mexicanos; propia de la Entidad potosina, como lo es el artículo 9º de 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; la Ley Reglamentaria del 
Artículo 9º de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; y la Ley de Consulta Indígena del 
Estado y Municipios de San Luis Potosí, consideran que sí existe violación al derecho de las 
comunidades de ser consultados en la reforma al artículo 27, de la Ley para el Instituto de Desarrollo 
Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, publicada en 
el Periódico Oficial del Estado el 29 de mayo de 2014, la cual debe ser revertida. 
 



PROYECTO 
DE 

DECRETO 
 

ÚNICO. Se deroga el párrafo quinto del artículo 27, de la Ley para el Instituto de Desarrollo Humano y 
Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de San Luis Potosí, para quedar como 
sigue: 
 
Art²culo 27. é 
 
é 
 
é 
 
é 
 
(Párrafo quinto). Se Deroga 
 

TRANSITORIOS 
 
 

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado.  

 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente Decreto.  
 
 
DADO EN LA SALA DE REUNIONES DE LA JUNTA DE COORDINACIÓN POLÍTICA DEL EDIFICIO 
ñPRESIDENTE JUĆREZò DEL PODER LEGISLATIVO DEL ESTADO, A LOS VEINTIDOS DĉAS DEL 
MES DE ENERO DEL AÑO DOS MIL DIECISÉIS. 
 

POR LA COMISIÓN DE ASUNTOS INDÍGENAS 
 
 

DIP. MARÍA REBECA TERÁN GUEVARA 
PRESIDENTA 

 
 

DIP. GUILLERMINA MORQUECHO PAZZI 
VICEPRESIDENTA 

 
 

DIP. HÉCTOR MERÁZ RIVERA 
SECRETARIO 



CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI 
LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
A las comisiones de,  Gobernación; y Vigilancia, en Sesión Ordinaria del dieciocho de febrero de dos 
mil dieciséis, les fue turnada la iniciativa presentada por la Legisladora Esther Angélica Martínez 
Cárdenas, mediante la que plantea reformar el artículo 39, en sus párrafos, primero, tercero, cuarto, y 
sexto,  de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí. 
  
En tal virtud, al entrar al estudio y análisis de la iniciativa en comento, los integrantes de las comisiones 
que suscriben, hemos valorado las siguientes 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 

PRIMERA. Que acorde a lo dispuesto con el artículo 57 fracción I de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de San Luis Potosí, es atribución de esta Soberanía dictar, derogar y abrogar leyes.  
Y  en atención a lo que establecen los dispositivos, 98 fracciones, XI,  y XXI, 109, y  118,  de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado, las comisiones de, Gobernación; y Vigilancia, son 
competentes para dictaminar la iniciativa mencionada en el preámbulo. 
 
SEGUNDA. Que con fundamento en el artículo 61 del Código Político del Estado, concomitante del 
numeral 130 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí,  la iniciativa  que 
se dictamina fue presentada por quien tiene la atribución para ello.   
 
TERCERA. Que en atención a lo que señala el artículo 62 de la Carta Magna del Estado, la iniciativa en 
cita colma los requisitos a los que aluden los numerales, 61 y 62 del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí. 
 
CUARTA. Que la iniciativa presentada por la Diputada Esther Angélica Martínez Cárdenas, plantea 
modificar el artículo 39 en sus párrafos, primero, tercero, cuarto, y sexto, de la Ley de Auditoría 
Superior del Estado, cuyos alcances, para mayor ilustración se plasman en el siguiente cuadro 
comparativo: 
 

LEY DE AUDITORIA SUPERIOR DEL ESTADO PROPUESTA DE REFORMA Y ADICIONES 

ARTÍCULO 39. La Cuenta Pública del Estado que se 
integra con la información debidamente clasificada 
de los poderes del Estado, deberá presentarse al 
Congreso, y en sus recesos a la Diputación 
Permanente, en forma anual, a más tardar el último 
día del mes de febrero del año siguiente al que 
corresponda su ejercicio.   
 
 
Además, se rendirá a más tardar el día quince del 
mes siguiente al periodo de que se trate, un informe 
de la situación financiera de forma trimestral, 
conforme lo dispuesto en la presente Ley. 
 
Las cuentas públicas municipales anuales se 
entregarán al Congreso del Estado y, en sus recesos, 
a la Diputación Permanente, previa su aprobación 

ARTÍCULO 39. La Cuenta Pública del Estado que se 
integra con la información debidamente clasificada 
de los poderes del Estado, deberá presentarse al 
Congreso, en original  con copia certificada y en su 
respectivo soporte en medios electrónicos, y en sus 
recesos a la Diputación Permanente, en forma anual, 
a más tardar el último día del mes de febrero del año 
siguiente al que corresponda su ejercicio.   
 
ΧΦ 
 
 
 

 
Las cuentas públicas municipales anuales se 
entregarán al Congreso del Estado y, en sus recesos, 
a la Diputación Permanente, previa su aprobación 



por los ayuntamientos respectivos, a más tardar el 
treinta y uno de enero del año siguiente al de su 
ejercicio; salvo que se trate del último año del 
ejercicio de las administraciones municipales pues, 
en tal caso, las cuentas públicas se presentarán 
durante la última semana del periodo constitucional 
de los ayuntamientos, debiendo además señalar 
domicilio para oír notificaciones una vez que 
concluya el encargo. El periodo del que hubiera 
dejado de informarse deberá incluirse en la primera 
cuenta pública del ayuntamiento entrante. 
 
 
 
Los organismos constitucionales autónomos, los 
descentralizados de los ayuntamientos, y los demás 
entes auditables, deberán entregar al Congreso sus 
respectivas cuentas públicas, a más tardar el quince 
de febrero del año siguiente a su ejercicio.   
 
 
 
 
Los ayuntamientos y sus organismos 
descentralizados, en los términos de las leyes 
respectivas, deberán enviar para su revisión sus 
estados financieros mensuales, así como los 
expedientes técnicos y financieros de las obras y 
acciones terminadas.   
 
El Congreso, a través de la comisión, turnará las 
cuentas públicas y los estados e informes financieros, 
a la Auditoría Superior del Estado. 
 
 
 
En cualquier caso, los entes auditables agregarán a la 
información que se envíe con la cuenta pública, toda 
aquélla relativa a los procedimientos, civiles,  
penales, administrativos y laborales, en los que el 
ente auditable sea parte. La información a la que se 
alude,  es la que se refiere a la junta, juzgado, 
tribunal o sala en la que se promueve;  número de 
expediente; la acción que se intenta; nombre de la o 
las personas que promueven o contra quién se 
promueve, el estado procesal en el que se encuentra; 
así como el nombre, en su caso, del representante 
legal que se haya designado para el efecto. 

por los ayuntamientos respectivos, a más tardar el 
treinta y uno de enero del año siguiente al de su 
ejercicio, en original  con copia certificada y en su 
respectivo soporte en medios electrónicos; salvo que 
se trate del último año del ejercicio de las 
administraciones municipales pues, en tal caso, las 
cuentas públicas se presentarán durante la última 
semana del periodo constitucional de los 
ayuntamientos, debiendo además señalar domicilio 
para oír notificaciones una vez que concluya el 
encargo. El periodo del que hubiera dejado de 
informarse deberá incluirse en la primera cuenta 
pública del ayuntamiento entrante. 
 
Los organismos constitucionales autónomos, los 
descentralizados de los ayuntamientos, y los demás 
entes auditables, deberán entregar al Congreso sus 
respectivas cuentas públicas, a más tardar el quince 
de febrero del año siguiente a su ejercicio, en original  
con copia certificada y en su respectivo soporte en 
medios electrónicos  
 
 
Χ 
 
 
 
 
 
 
El Congreso, a través de la comisión, turnará las 
cuentas públicas y los estados e informes financieros, 
a la Auditoría Superior del Estado, dejando para su 
archivo, las cuentas públicas recibidas. 
 
 
 
Χ 
 
 

 
QUINTA. Que para mejor proveer se envió oficio al titular de la ASE, para solicitar opinión respecto de 
la iniciativa que nos ocupa, y es a través del diverso número ASE-AEL-2900/2016, que el C. P. C. José 
de Jesús Martínez Loredo, Auditor Superior del Estado, manifiesta: 
 









 
Opinión con la que son coincidentes los legisladores que suscriben, ello en virtud de que los entes 
auditables de la Entidad están obligados a integrar sus cuentas públicas conforme a la normativa de,  la 
Ley General de Contabilidad; los acuerdos del Consejo Nacional de Armonización Contable (CONAC); 
y, en su caso, los acuerdos del Consejo de Armonización Contable del Estado de San Luis Potosí.  
 
Para el efecto, como puntualmente lo invoca la Legisladora Esther Angélica Martínez Cárdenas, los 
artículos, 53, y 54, de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, establecen  los contenidos 
mínimos, e información presupuestaria y programática que forme parte de las cuentas públicas de las 
entidades federativas, de ello se desprende que su contenido y alcance es cada vez mayor, por lo que 



resulta viable que la información que envíen los entes auditables se presente en original con copia 
certificada, y su respectivo soporte en formato electrónico.  
 
Al resultar viable lo anterior, y a efecto de completar la reforma, es necesario establecer una sanción 
para aquellos entes auditables que no cumplan esa formalidad, por lo que es necesario reformar el 
artículo 56 en su fracción XXIII de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y 
Municipios de San Luis Potosí. 
 
Por lo expuesto, los integrantes de las comisiones de, Gobernación; y Vigilancia, con fundamento en los 
artículos, 85, y 86, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, nos permitimos 
elevar a la consideración de esta Honorable Asamblea Legislativa el siguiente  

 
D I C T A M E N 

 
ÚNICO.  Es de aprobarse y, se aprueba, con modificaciones, la iniciativa citada en el proemio. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
De conformidad con el artículo 1º de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, son 
cuentas públicas: "las que rinden los poderes del Estado, ayuntamientos y demás entes auditables al 
Congreso, a fin de darle a conocer los resultados de su gestión financiera durante el periodo que 
corresponda de acuerdo a la ley, para comprobar que la recaudación, administración, manejo, custodia 
y aplicación de los fondos o recursos públicos se realizaron en los términos de las disposiciones legales 
y administrativas aplicables, y si se ha dado cumplimiento a los objetivos contenidos en los planes y 
programas, de conformidad con los criterios establecidos en los mismos o señalados en el 
presupuesto". Y es en virtud de que  al estipular la Ley General de Contabilidad Gubernamental, cuál es 
la información que deben contener las cuentas públicas, resulta necesario que por la cantidad de 
documentos que la integran, para su mejor conservación y manejo, se entregue copia certificada, con 
su respectivo soporte en formato electrónico. Es por ello que se reforma el artículo 39 de la Ley de la 
Auditoría Superior del Estado, y como consecuencia, para el caso de que no se cumpla tal formalidad, 
se establece la obligación en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos 
del Estado y Municipios de San Luis Potosí.  
 

PROYECTO  
DE  

DECRETO 
 

PRIMERO. Se REFORMA el artículo 39 en sus párrafos primero, tercero, cuarto, y sexto, de la Ley de 
Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue 
 
ARTÍCULO 39. La Cuenta Pública del Estado que se integra con la información debidamente 
clasificada de los poderes del Estado, deberá presentarse al Congreso, y en sus recesos, a la 
Diputación Permanente, en original  con copia certificada y en su respectivo soporte en medios 
electrónicos, en forma anual, a más tardar el último día del mes de febrero del año siguiente al que 
corresponda su ejercicio.   
 
é. 
 



Las cuentas públicas municipales anuales se entregarán al Congreso del Estado y, en sus recesos, a la 
Diputación Permanente, previa su aprobación por los ayuntamientos respectivos, a más tardar el treinta 
y uno de enero del año siguiente al de su ejercicio, en original  con copia certificada y en su 
respectivo soporte en medios electrónicos; salvo que se trate del último año del ejercicio de las 
administraciones municipales pues, en tal caso, las cuentas públicas se presentarán durante la última 
semana del periodo constitucional de los ayuntamientos, debiendo además señalar domicilio para oír 
notificaciones una vez que concluya el encargo. El periodo del que hubiera dejado de informarse 
deberá incluirse en la primera cuenta pública del ayuntamiento entrante. 
 
Los organismos constitucionales autónomos, los descentralizados de los ayuntamientos, y los demás 
entes auditables, deberán entregar al Congreso sus respectivas cuentas públicas, a más tardar el 
quince de febrero del año siguiente a su ejercicio, en original  con copia certificada y en su 
respectivo soporte en medios electrónicos  
 
é 
 
El Congreso, a través de la comisión, turnará las cuentas públicas y los estados e informes financieros, 
a la Auditoría Superior del Estado, dejando para su archivo, las cuentas públicas recibidas. 
 
é 
 
SEGUNDO. Se REFORMA el artículo 56 en su fracción XXIII Bis, de la Ley de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 
 
ARTĉCULO 56. é 
 
I  a XXIII. é 
 
XXIII BIS. Proporcionar de manera oportuna y veraz, con las formalidades de la ley,  la información y 
datos solicitados en materia financiera, administrativa y legal, a las instituciones a quienes legalmente 
competa la vigilancia, o fiscalización, en su caso, del ejercicio de los recursos públicos estatales, 
municipales, así como de los organismos autónomos, con el objetivo de que aquéllas puedan cumplir 
con las facultades y obligaciones que les correspondan; 
 
XXIII TER a XXX. é 

 
T R A N S I T O R I O S 

 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado. 
 
SEGUNDO. Se derogan las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
D A D O EN LA SALA ñLIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETAò, DEL EDIFICIO ñPRESIDENTE 
JUĆREZò, DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSĉ, A LOS VEINTE 
DÍAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL DIECISÉIS. 

 



POR LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN 
 
 

DIP. OSCAR BAUTISTA VILLEGAS 
PRESIDENTE                                                  
 
 

_________________ 

DIP. OSCAR CARLOS VERA FABREGAT 
VICEPRESIDENTE                                                         
 
 

_________________ 

 
DIP. ESTHER ANGÉLICA MARTÍNEZ CÁRDENAS                   
SECRETARIA 
 
 

 
_________________ 

DIP. ROBERTO ALEJANDRO SEGOVIA HERNÁNDEZ                  
VOCAL 
 
 

_________________ 

DIP. MARÍA REBECA TERÁN GUEVARA        
VOCAL 
 
 
 

_________________ 

DIP. XITLÁLIC SÁNCHEZ SERVÍN        
VOCAL 
 
 

                        __________________           

DIP. JESÚS CARDONA MIRELES       
VOCAL 

                        __________________           

 
POR LA COMISIÓN DE VIGILANCIA 

 
 
DIP. MARTHA ORTA RODRÍGUEZ 
PRESIDENTA                                               
 

 
_________________ 

 
DIP. DULCELINA SÁNCHEZ DE LIRA 
VICEPRESIDENTA                                                        
 

 
_________________ 

DIP. ENRIQUE ALEJANDRO FLORES FLORES 
SECRETARIO 
 
 

 
_________________ 



 
DIP. OSCAR BAUTISTA VILLEGAS 
VOCAL 
 

 
_________________ 

 
DIP. MARÍA REBECA TERÁN GUEVARA        
VOCAL 
 

 
_________________ 

 
DIP. JORGE LUIS DÍAZ SALINAS 
VOCAL 
 

                         
__________________           

 
DIP. RUBÉN MAGDALENO CONTRERAS 
VOCAL 

                        
 __________________           

 
 



CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI LEGISLATURA  

DEL HONORABLE CONGRESO  

DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ,  

P R E S E N T E S.  

 

A la Comisión de Desarrollo Económico y Social le fue turnada en Sesión Ordinaria del 4 

de febrero del 2016, la iniciativa que busca reformar, y adicionar estipulaciones de los 

artículos, 25 Bis, 47, y 64, de y a la Ley para el Desarrollo Económico Sustentable, y la 

Competitividad, del Estado de San Luis Potosí; presentada por el legislador Mariano 

Niño Martínez.  

 

En tal virtud y al entrar al análisis de la citada iniciativa, para emitir el presente la 

comisión dictaminadora atiende a los siguientes  

 

CONSIDERANDOS  

 

PRIMERO.  Que conforme lo dispuesto por los numerales, 98 fracción VI, y 104 de la Ley 

Orgánica del Pode r Legislativo del Estado, la comisión de Desarrollo Económico y Social 

es competente para dictaminar la iniciativa descrita en el preámbulo.  

 

SEGUNDO.  Que la iniciativa cumple con los requisitos estipulados en los artículos, 61 de 

la Constitución Política  del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 130 y 131 de la 

Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; así como 61 y 62 del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso del Estado, por lo que es procedente su análisis y 

correspondiente dictam en. 

 

TERCERO.  Que la dictaminadora considera factible realizar cuadro comparativo de los 

enunciados normativos vigentes, con la propuesta de adecuaciones:  

 

Ley para el Desarrollo Económico 

Sustentable, y la Competitividad del 

Estado de San Luis Potosí  

 

(Texto Vigente)  

Ley para el Desarrollo Económico 

Sustentable, y la Competitividad del 

Estado de San Luis Potosí  

 

(Propuesta)  



ARTÍCULO 25 é 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ARTICULO 26 a 46. é 

 

ARTÍCULO 47.  El fondo se integrará 

con la partida presupuestal que, en su 

caso, apruebe el Poder Legislativo a 

propuesta del Poder Ejecutivo, y se 

formará en cada ejercicio fiscal, con el 

incremento real que se obtenga en la 

recaudación del Impuesto Sobre 

Erogaciones por Remuneraciones al 

Trabajo Personal, hasta alcanzar el 

veinte por ciento del total 

presupuestado por ese concepto en la 

Ley de Ingresos del Estado.  

 

 

 

 

 

 

ARTĊCULO 48 a 63. é 

 

ARTÍCULO 64.  La Secretaría 

emprenderá, entre otras, las siguientes 

acciones: 

 

I. Otorgar de becas y programas de 

capacitación y adiestramiento a los 

empleados; 

 

II. Crear mecanismos para la 

ARTÍCULO 25 . é 

 

ARTÍCULO 25 Bis. A partir de la 

información generada del Padrón 

Empresarial del Estado, la Secretaría 

deberá extraer información relacionada 

con las estadísticas sobre el aumento 

de producción y empleo generado por 

las MIPYMES, distinguiendo entre 

aquellos incrementos generados por los 

apoyos otorgados y los incrementos por 

cualquier otra circunstancia, así como 

las principales causales de mortandad 

de las MIPYMES.  

 

ARTICULO 26 a 46. é 

 

ARTÍCULO 47.  é 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Los recursos destinados al Fondo que 

no sean erogados en el año serán 

acumul ados al del siguiente ejercicio 

fiscal.  

 

ARTĊCULO 48 a 63. é 

 

ARTÍCULO 64.  

La Secretaría emprenderá, entre otras, 

las siguientes acciones:  

 

I. Otorgar de becas y programas de 

capacitación y adiestramiento a los 

empleados; 

 

II. Crear mecanismos para la 



elaboración de políticas públicas de 

corto, mediano y largo plazo, 

encaminadas a elevar la productividad 

y competitividad de las MIPYMES;  

 

 

 

 

 

 

 

III. Generar mecanismos para facilitar 

el acceso al financiamiento para la 

capitalización de las  

MIPYMES;  

 

IV. Fomentar entre las MIPYMES los 

procedimientos, prácticas y normas que 

contribuyan al avance de la calidad en 

los procesos de producción, 

distrib ución, mercadeo y servicio al 

cliente, en el ámbito regional, nacional, 

e internacional;  

 

V. Estimular los procesos de 

desregulación, simplificación 

administrativa y descentralización;  

 

VI. Asesorar continua y permanente 

sobre la tramitación de los 

procedimientos necesarios para su 

óptimo funcionamiento;  

 

VII. Impulsar la especialización de los 

procesos productivos y productos con 

ventajas competitivas;  

 

VIII. Proporcionar Información 

estadística, sectorial y económica para 

la toma de decisiones;  

 

IX. Garan tizar las condiciones para la 

creación y consolidación de las cadenas 

productivas de MIPYMES, o de éstas 

como proveedoras de la gran empresa;  

 

elaboración de políticas públicas de 

corto, mediano y largo plazo, 

encaminadas a elevar la productividad 

y competitividad de las MIPYMES;  

 

III. Contar con mecanismos de 

medición de avances para evaluar el 

impacto de las políticas de apoyo a las 

MIPYMES, qu e permitan corregirlas o 

mejorarlas;  

 

IV. Generar mecanismos para facilitar 

el acceso al financiamiento para la 

capitalización de las  

MIPYMES;  

 

V. Fomentar entre las MIPYMES los 

procedimientos, prácticas y normas que 

contribuyan al avance de la calidad en 

los procesos de producción, 

distribución, mercadeo y servicio al 

cliente, en el ámbito regional, nacional, 

e internacional;  

 

VI. Estimular los procesos de 

desregulación, simplificación 

administrativa y descentralización;  

 

VII. Asesorar continua y permanent e 

sobre la tramitación de los 

procedimientos necesarios para su 

óptimo funcionamiento;  

 

VIII. Impulsar la especialización de los 

procesos productivos y productos con 

ventajas competitivas;  

 

IX. Proporcionar Información 

estadística, sectorial y económica pa ra 

la toma de decisiones;  

 

X. Garantizar las condiciones para la 

creación y consolidación de las cadenas 

productivas de MIPYMES, o de éstas 

como proveedoras de la gran empresa;  

 



X. Promover la cultura emprendedora, 

a través de los programas educativos y 

de incubadoras de empresas, para 

impu lsar la constitución de nuevas 

empresas y la consolidación de las 

existentes;  

 

XI. Impulsar la participación de los 

municipios, y  

 

XII. Las demás que emanen de las 

atribuciones del Consejo y el 

reglamento  

 

 

XI. Promover la cultura emprendedora, 

a través de los programas educativos y 

de incubadoras de empresas, para 

impulsar la constitución de nuevas 

empresas y la consolidación de las 

existentes;  

 

XII. Impulsar la participación de los 

municipios, y  

 

XIII. Fomentar la implementación de 

manera permanente, en todos los 

municipios del Estado, de un sistema 

de apertura rápida de empresas, que 

cuente con los respectivos reglamentos 

municipales, y  

 

XIV. Las demás que emanen de las 

atribuciones del Consejo y el 

reglamento  

 

CUARTO. Que al entrar al estudio de la iniciativa, los que dictaminan  identifican que el 

objetivo es modificar disposiciones para que, a partir de la información generada del 

Padrón Empresarial del Estado, la Secretaría obtenga información estadística sobre el 

aumento de producción y empleo generado por las MIPYM ES, distinguiendo entre 

aquellos incrementos generados por los apoyos otorgados, y los de cualquier otra 

circunstancia, así como las principales causales de mortandad de las MIPYMES; que l os 

recursos destinados al Fondo de Desarrollo Económico Sustentable y Competitividad que 

no sean erogados en el año serán acumulados al del siguiente ejercicio fiscal; que la 

Secretaría de Desarrollo Económico cuente con mecanismos de medición de avances para 

evaluar el impacto de las políticas de apoyo a las MIPYMES, que permitan corregirlas o 

mejorarlas; y fomente la implementación de manera permanente, en todos los municipios 

del Estado, de un sistema de apertura rápida de empresas.  

 

QUINTO. Que en lo referente a adicionar el artículo 25 BIS se observa que busca dar la 

facultad a la Secretaría de Desarrollo Económico para que, a partir de la información 

generada del Padrón Empresarial del Estado, obtenga información estadística sobre el 

aumento de producción y empleo generado por las MIPYMES, y las principales causales 

de cierre de las MIPYMES, por lo que al resultar una medida afirmativa que aporta 

información para perfeccionar las políticas dirigidas a este sector, se aprueba con 

modificaciones, estableciendo esta facultad a la Secretaría en el artículo 64 dentro del 

capítulo correspondiente a las micro, pequeñas y medianas empresas, específicamente con 

la reforma a la fracción VIII de este numeral.  

 



SEXTO. Que en lo referente a la propuesta de adicionar un párrafo al artículo 47, los que 

dictaminan observan lo que establ ece el artículo 48 de la Ley de Presupuesto y 

Responsabilidad Hacendaria del Estado que a la letra estipula:  

 

òARTÍCULO 48.  Una vez concluida la vigencia de un Presupuesto de Egresos, sólo 
procederá hacer pagos con base en éste por los conceptos efectivamente devengados en el 
año que corresponda, siempre que se hubieren contabilizado debida y oportunamente las 
operaciones correspondientes, y hayan estado contempladas en el Presupuesto de 
Egresos. 
 
Las erogaciones previstas en el Presupuesto de Egresos que no se encuentren devengadas 
al 31 de diciembre, no podrán ejercerse.  
 
Los ejecutores del gasto respecto de los subsidios o transferencias que reciban, que por 
cualquier motivo al 31 de diciembre conserven recursos no devengados,  incluyendo los 
rendimientos obtenidos, deberán reintegrar a la Secretaría el importe disponible a más 
tardar el 15 de enero siguiente al cierre del ejercicio.  
 
Queda prohibido realizar erogaciones al final del ejercicio con cargo a ahorros y 
economías del Presupuesto de Egresos, que tengan por objeto evitar el reintegro de 
recursos a que se refiere este art²culo.ó  
 
Por tanto, de aprobarse la propuesta sería contradictoria al precitado numeral, debido a 

que los recursos destinados al Fondo que no sean erogados en el año del ejercicio fiscal 

que corresponda, no pueden acumularse al del siguiente, por lo que no se aprueba. 

 

SEXTO. Que en lo correspondiente a la adición de dos fracciones al artículo 64, la 

dictaminadora coincide con el promovente en la importancia que las micro, pequeñas y 

medianas empresas representan en la Entidad, y en la necesidad de  facilitar su 

instalación, desarrollo y permanencia, por lo que resulta una medida positiva el dotar de 

la facultad a la Secretaría de Desarrollo Económico, para promover el mejoramiento de 

las políticas públicas que acompañan el desarrollo de estas empres as para incrementar su 

eficacia, a través del tiempo, por lo que esta propuesta se aprueba.  

 

En lo relativo a fomentar la implementación de manera permanente en todos los 

municipios del Estado, de un sistema de apertura rápida de empresas, que cuente con l os 

respectivos reglamentos municipales, los que dictaminan identifican que no es materia de 

la Ley para el Desarrollo Económico Sustentable, y la Competitividad, del Estado de San 

Luis Potosí, sino de la correspondiente a la Ley de Mejora Regulatoria del E stado, por lo 

que resulta improcedente y no se aprueba.  
 

Por lo expuesto, con fundamento en los artículos, 85, y 86, del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí, ponemos a consideración 

del Honorable Pleno, el siguie nte 

 

DICTAMEN  

 



ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba, con modificaciones, la iniciativa citada en el 

preámbulo.  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

 

En México las micro, pequeñas y medianas empresas tienen un papel fundamental, ya 

que representan, en términos de INEGI, el 94.3% 1 del total de establecimientos del país, 

lo que implica una contratación de 29 millones 642 mil 421 personas, según el Censo 

Económico 2014. 

 

Para el caso de San Luis Potos², conforme la òDistribuci·n Porcentual de la Poblaci·n 

Ocupada por Ámbito  Agropecuario y no Agropecuario y Tamaño de la Unidad Económica, 

publicada por INEGI 2, se establece que el 51.6% de la población ocupada desarrolla su 

actividad en microempresas, es decir, un 2.4% más que el promedio nacional, el 15.8% en 

pequeños establecimientos, y en medianos el 9%.  

 

Las cifras señaladas nos habla de la importancia que las micro, pequeñas y medianas 

empresas tienen en la Entidad y, por ende, de la necesidad de facilitar su instalación, 

desarrollo y permanencia; dado lo anterior se dota d e herramientas de seguimiento a la 

Secretaría de Desarrollo Económico, que promuevan el mejoramiento de las políticas 

públicas que acompañan el desarrollo de estas empresas, que deben ser medidas y 

evaluadas para incrementar su eficacia a través del tiempo . 

 

Con éstas se impulsa el desarrollo económico y la competitividad de la Entidad, 

incidiendo particularmente en la generación y sostenimiento de más y mejores empleos 

para las y los potosinos.  

 

PROYECTO DE DECRETO  

 

ÚNICO.  Se REFORMA el artículo 64 en sus fracciones, VIII, XI, y XII; y ADICIONA al 

mismo artículo 64 la fracción XIII, de la Ley para el Desarrollo Económico Sustentable y 

la Competitividad del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue:  

 

ARTĊCULO 64é 

 

I.  a VIIé 

 

VIII. Proporcionar, para la toma de decisiones, información sectorial, económica y 

estadística. La Secretaría de manera obligatoria proporcionará estadísticas acerca de:  

 

a) Aumento de producción y empleo generado por las MIPYMES.  

 

b) Principales causas del cierre de las MIPYMES;  

 

                                                           
1
 INEGI (2014). Censos Económicos 2014, Resultados definitivos 

2
 INEGI (2012). Perspectiva estadística, diciembre 2012 



IX a X. é 

 

XI. é; 

 

XII. Contar con mecanismos de medición de avances para evaluar el impacto de las 

políticas de apoyo a las MIPYMES, que permitan corregirlas o mejorarlas, y  

 

XIII. Las demás que emanen de las atribuciones del Consejo y el reglamento.  

 

TRANSITORIOS  

 

PRIMERO.  Este Decreto entra en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial del Estado.  

 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  

 

DADO EN LA SALA òLIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETAó, DEL 

HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS VEINTIÚN 

DÍAS DEL MES DE JUNIO DEL AÑO DOS MIL DIECISÉIS.  

  

POR LA COMISIÓN DE DESARROLLO ECONÓMICO Y SOCIAL  

 

Nombre  Firma  
Sentido del 

voto 

Dip. Mariano Niño Martínez  

Presidente  
  

Dip. Gerardo Serrano Gaviño  

Vicepresidente  
  

Dip. Fernando Chávez Méndez  

Secretario  
  

 
Firmas del Dictamen que aprueba la iniciativa de Decreto que busca reformar, y adicionar estipulaciones de 
los artículos, 25 Bis, 47, y 64, de y a la Ley para el Desarrollo Económico Sustentable, y la Competitividad, 
del Estado de San Luis Potosí, presentada por el legislador Mariano Niño Martínez. (Turno 975)  



CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA LXI LEGISLATURA  

DEL  HONORABLE CONGRESO  

DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ,  

P R E S E N T E S.  
 

A las comisiones de, Desarrollo Económico y Social; y Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, les fue turnada en Sesión Ordinaria del 18 de febrero del 2016, la iniciativa que promueve 

reformar el artículo 12 en su fracción V, de la Ley de Desarro llo Social para el Estado y Municipios 

de San Luis Potosí; presentada por el legislador Enrique Alejandro Flores Flores.  
 

En tal virtud y al entrar al análisis de la citada iniciativa, para emitir el presente las comisiones 

dictaminadoras atienden a las si guientes  

 

CONSIDERANDOS  
 

PRIMERO.  Que conforme a lo dispuesto por los numerales, 98 fracciones VI, y XX, 104 y 117, de la 

Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, las comisiones de, Desarrollo Económico y Social; y 

Transparencia y Acceso a la Informa ción Pública, son competentes para dictaminar la iniciativa 

descrita en el preámbulo.  

 

SEGUNDO.  Que la iniciativa cumple con los requisitos estipulados en los artículos, 61 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 130 y 131 de la Ley Orgánica 

del Poder Legislativo del Estado; así como 61 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del 

Congreso del Estado, por lo que es procedente su análisis y correspondiente dictamen.  

 

TERCERO.  Que las dictaminadoras consideraron facti ble realizar cuadro comparativo de los 

enunciados normativos vigentes, con la propuesta de reforma:  
 

Ley de Desarrollo Social del Estado y 

Municipios de San Luis Potosí  
PROPUESTA  

ARTĊCULO 12. é 

 

I a IV. é 

 

V. (DEROGADA P.O. 27 DE 

DICIEMBRE DE 2014)  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

VI A XIII. é 

 

 

ARTĊCULO 12. é 

 

I a IV. é 

 

V. Establecer las reglas de operación 

de los programas sociales, las cuales 

deberán garantizar la transparencia en 

la aplicación de los recursos públicos, 

la simplificación de trámites y 

procedimientos, y establ ecer 

mecanismos que garanticen que los 

programas sociales no serán usados 

con fines electorales o de promoción 

personal de los servidores públicos.  

 

VI a XIII. é 



CUARTO. Que al entrar al estudio de la iniciativa los que dictaminan identifican que el objetivo es 

garantizar dentro de las reglas de operación de los programas sociales, la transparencia en la 

aplicación de los recursos públicos, la simplificación de trámites y procedimientos, y establecer 

mecanismos que garanticen que los programas sociales no serán usados con fines electorales o de 

promoción personal de los servidores públicos.  

 

QUINTO. Que los que dictaminan coinciden con el promovente en la importancia de acotar los 

márgenes de discrecionalidad en la ejecución de los programas sociales, y los vicios en materia 

político -electoral, así como el uso distinto para cual fueron creados, y de dotar a la ley de 

mecanismos suficientes y explícitos para vigilar y transpa rentar los recursos públicos, por lo que es 

procedente y se aprueba.  

 

Por lo expuesto, con fundamento en los artículos, 85, y 86, del Reglamento para el Gobierno Interior 

del Congreso del Estado de San Luis Potosí, ponemos a consideración del Honorable Ple no, el 

siguiente  

 

DICTAMEN  

 

ÚNICO.  Es de aprobarse y, se aprueba, la iniciativa citada en el preámbulo.  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

 

Las reglas de operación de los programas sociales, conforme a la ley de la materia en nuestro 

Estado, establecen 

 

¶ El diagnóstico  de la situación de la carencia social que se atiende.  

¶ Los objetivos del programa social  

¶ La población objetivo  

¶ Las opciones de financiamiento de las obras y acciones  

¶ Los esquemas de concurrencia de recursos  

¶ Los requisitos de acceso al programa  

 

Un vacío legal es que la Ley de Desarrollo Social para el Estado y Municipios de San Luis Potosí no 

instituye quién establece las reglas de operación de los programas sociales, éste es uno de los 

objetivos, precisar que es la Secretaría de Desarrollo Social y Regio nal la autoridad competente 

para ello.  

 

En otro orden de ideas, al no establecerse en la ley explícitamente la autoridad que instaura las 

reglas de operación referidas, tampoco se norma la forma en que la autoridad debería emitir tan 

importante normativida d. 

 

Por tanto, se acota los márgenes de discrecionalidad en la ejecución de los programas sociales, y los 

vicios en materia político -electoral, así como el uso distinto para cual fueron creados, por ejemplo, 

para promover a tal o cual candidato, a tal o cu al funcionario. De ahí la necesidad de dotar a la ley 

de mecanismos suficientes y explícitos para vigilar y transparentar los recursos públicos, que no son 

recursos del gobierno, que son recursos que los ciudadanos aportan con sus impuestos.  



Adicionalmente  se establece que las reglas de operación de los programas sociales, las formas para 

sus trámites y procedimientos sean simples, para facilitar que los diferentes recursos sean 

repartidos de manera ágil, pero también de manera transparente.  

 

PROYECTO DE DE CRETO 

 

ÚNICO.  Se REFORMA la fracción V, del artículo 12, de la Ley de Desarrollo Social para el Estado y 

Municipios de San Luis Potosí, para quedar como sigue  

 

ARTĊCULO 12. é 

 

I a IV. é 

 

V. Establecer, las reglas de operación de los programas sociales, las  cuales deberán garantizar la 

transparencia en la aplicación de los recursos públicos, la simplificación de trámites y 

procedimientos; y mecanismos que garanticen que los programas sociales no serán usados con fines 

electorales o de promoción personal de l os servidores públicos;  

 

VI. é 

 

VII a XIII. é 

 

TRANSITORIOS  

 

PRIMERO.  Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 

del Estado.  

 

SEGUNDO.  Se derogan todas las disposiciones de igual o inferior jerarquía que se opongan al 

presente Decreto.  

 

DADO EN LA SALA òLIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETAó, DEL HONORABLE 

CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS VEINTIÚN DÍAS DEL MES DE 

JUNIO DEL AÑO DOS MIL DIECISÉIS.  
  

POR LA COMISIÓN DE DESARROLLO ECONÓMICO Y SOCIAL  

 

NOMBRE  

 
FIRMA  

SENTIDO 

DEL VOTO  

 

Dip. Mariano Niño Martínez  

Presidente  

 

  

 

Dip. Gerardo Serrano Gaviño  

Vicepresidente  

 

 

  



 

Dip. Fernando Chávez Méndez  

Secretario  

 

 

  

 
Firmas del Dictamen que aprueba  la iniciativa con Proyecto de Decreto, que reforma la fracción V del 

artículo 12 de la Ley de Desarrollo Social para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, presentada por el 

legislador Enrique Alejandro Flores Flores.  (Turno 1207)  

 

 

POR LA COMISIÓN DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA  

 

 

NOMBRE  

 

FIRMA  

 

SENTIDO 

DEL VOTO  

Dip. Josefina Salazar Báez  

Presidenta  

 

  

Dip. Guillermina Morquecho 

Pazzi 

Vicepresidenta  

 

  

Dip. Lucila Nava Piña  

Secretaria  

 

  

 
Firmas del Dictamen que aprueba la iniciativa con Proyecto de Decreto, que reforma la fracción V del 

artículo 12 de la Ley de Desarrollo Social para el Estado y  Municipios de San Luis Potosí, presentada por el 

legislador Enrique Alejandro Flores Flores. (Turno 1207)  



CC. DIPUTADOS SECRETARIOS  
DE LA LXI LEGISLATURA 
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
A las comisiones de, Justicia; y Derechos Humanos, Equidad y Género, en Sesión Ordinaria celebrada 
el veintiséis de noviembre de dos mil quince, se turnó iniciativa presentada por la Diputada María 
Rebeca Terán Guevara, mediante la que plantea reformar el artículo 135 en sus párrafos, primero, y 
último, y en sus fracciones, II, y IV; y adicionar al mismo artículo 135 las fracciones, V a IX, del Código 
Penal del Estado de San Luis Potosí. 
 
Asimismo, en Sesión Ordinaria del tres de diciembre del año próximo pasado, se turnó a las 
comisiones, de Justicia; y Derechos Humanos, Equidad y Género, el oficio número 008/2015/MRTG, 
que suscribe la Legisladora María Rebeca Terán Guevara, mediante el que envía precisiones respecto 
de la iniciativa que presentó en virtud de la que plantea reformar el artículo 135 en sus párrafos, 
primero, y último, y en sus fracciones, II, y IV; y adicionar al mismo artículo 135 las fracciones, V a IX, 
del Código Penal del Estado de San Luis Potosí. 
 
Además, a las comisiones de, Justicia; y Derechos Humanos, Equidad y Género, en Sesión Ordinaria 
del veinticinco de febrero del año en curso, les fue turnada la iniciativa presentada por la Legisladora 
Esther Angélica Martínez Cárdenas, mediante la que plantea reformar el artículo 135 en su párrafo 
primero, y fracción III; y adicionar al mismo artículo 135, dos párrafos, éstos como penúltimo, y último, 
de y al Código Penal del Estado de San Luis Potosí. 
 
También, fueron turnados a las comisiones de, Justicia; y Derechos Humanos, Equidad y Género, los 
siguientes: 
 
a) Exhorto de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, para revisar legislación 
penal a fin de considerar, en cumplimiento de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, "campo algodonero", estandarización del tipo del feminicidio, a fin de ajustarlo a la 
perspectiva de género, a elementos objetivos, que no dificulten su acreditación, y ubicarlo como delito 
de naturaleza autónoma del homicidio, tomando como referente la descripción típica del artículo 325 del 
Código Penal Federal.  
 
b) Exhorto de la Comisión Permanente del Poder Legislativo Federal, para adecuar legislación penal 
para que el delito del feminicidio se tipifique conforme lo establecido en el Código Penal Federal.  
 
Por lo que al guardar los turnos mencionados un estrecho vínculo por tratarse de propuesta de reforma 
al artículo 135 del Código Penal del Estado, respecto del delito de feminicidio; así como de exhortos 
para adecuar el tipo penal a lo que dispone el artículo 325 del Código Penal Federal; los integrantes de 
las dictaminadoras, hemos considerado atender los turnos en un mismo instrumento parlamentario. 
 
En tal virtud, al entrar al análisis de las iniciativas, y oficio en comento,  las dictaminadoras atienden a 
las siguientes 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 

PRIMERA. Que acorde a lo dispuesto con el artículo 57 fracción I de la Constitución Política del Estado, 
es atribución de esta Soberanía dictar, derogar y abrogar leyes.  Y  en atención a lo que establecen los 



dispositivos, 98 fracciones, V, y XIII, 103,  y 111,  de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, 
las comisiones de, Justicia;  y Derechos Humanos, Equidad y Género, son competentes para 
dictaminar las iniciativas mencionadas en el preámbulo. 
 
SEGUNDA. Que con fundamento en el artículo 61 del Código Político del Estado, concomitante del 
numeral 130 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, las iniciativas que 
se dictaminan fueron presentadas por quienes tienen atribución para ello.   
 
TERCERA. Que en atención a lo que señala el artículo 62 de la Carta Magna del Estado, las iniciativas 
en cita colman los requisitos a los que aluden los numerales, 61, y 62, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí. 
 
CUARTA. Que la iniciativa presentada por la Legisladora María Rebeca Terán Guevara, plantea se 
reforme el artículo 135 en sus párrafos, primero y último, y en sus fracciones, III, y IV; y adicionar al 
mismo artículo 135 las fracciones, V a IX, del Código Penal del Estado de San Luis Potosí.  
 
Los alcances de la propuesta se ilustran en el siguiente cuadro comparativo: 
 

CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE SAN LUIS 
POTOSÍ (VIGENTE) 

PROPUESTA 

ARTÍCULO 135. Comete el delito de feminicidio quien 
priva de la vida a una persona del sexo femenino por 
razones de género.  Se considera que existen razones 
de género cuando ocurra cualquiera de las siguientes 
circunstancias:   
 
I. Exista o haya existido una relación de parentesco; 
afecto; docente; o laboral, o cualquier otra que 
implique amistad, confianza, subordinación o 
superioridad, entre la víctima y el agresor;   
II. Existan en la víctima signos de violencia sexual de 
cualquier tipo;   
 
III. Se halla infligido a la víctima, lesiones, o 
mutilaciones infamantes o degradantes, previas o 
posteriores a la privación de la vida o actos de 
necrofilia, y    
 
IV. Existan antecedentes de cualquier tipo de violencia 
sexual, física, psicológica, patrimonial o económica, 
producidas en el ámbito familiar; laboral; o escolar, del 
sujeto activo en contra de la víctima.   
Este delito se sancionará con una pena de veinte a 
cincuenta años de prisión, y sanción pecuniaria de 
dos mil a cinco mil días de salario mínimo. 

ARTĉCULO 135. é 
 
 
 
 
 
I y II. é 
 
 
 
 
 
 
III. Se halla infligido a la víctima, lesiones, o 
mutilaciones infamantes o degradantes, previas o 
posteriores a la privación de la vida o actos de 
necrofilia, o que genere sufrimiento; 
 
IV. Existan antecedentes  o indicios de amenazas, 
de cualquier tipo de acoso, de violencia sexual, física, 
psicológica, patrimonial o económica, producidas en el 
ámbito familiar; laboral; o escolar, del sujeto activo en 
contra de la víctima; 
 
 
 
V. La víctima haya sido incomunicada, o privada 
de su libertad cualquiera que sea el tiempo previo 
a su fallecimiento;  
 
VI. Existan condiciones culturales y de lengua 
indígena, que por su condición de vulnerabilidad 
sean víctimas de cualquier tipo de violencia; 
 
VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto, 



depositado o arrojado en un lugar público; 
 
VIII.- El cadáver o restos de la víctima hayan sido 
enterrados u ocultados; y 
 
IX. Por desprecio u odio a la víctima motivado por  
discriminación, étnica o misoginia. 
 
Este delito se sancionará con una pena de veinte a 
cincuenta años de prisión, y sanción pecuniaria de 
dos mil a cinco mil días de salario mínimo vigente, así 
como la pérdida del derecho a heredar que 
pudiera tener respecto a la víctima. 

 
Propósitos con los que son coincidentes los integrantes de las dictaminadoras, pues con esta 
adecuación se amplía el catálogo  de supuestos para la comisión del injusto penal de feminicidio. Sin 
embargo, se considera que lo planteado en la fracción IV se estipule en otra fracción, como un 
supuesto independiente, en armonía con lo que establece el Código Penal Federal en el artículo 325  
fracción V, que se refiere a que "Existan datos que establezcan que hubo amenazas relacionadas con 
el hecho delictuoso, acoso, o lesiones del sujeto activo en contra de la víctima". 
 
Por lo que hace a las adiciones de las fracciones, VI y IX relativas a: 
 
"VI. Existan condiciones culturales y lengua indígena, que por su condición de vulnerabilidad sean 
víctimas de cualquier tipo de violencia". 
 
IX. Por desprecio u odio a la víctima motivado por discriminación, procedencia étnica, o misoginia".  
 
Sus alcances son improcedentes, pues en estos casos, de acuerdo a lo que establece la fracción VI del 
artículo 144 del mismo Libro Sustantivo Penal, respecto al homicidio calificado cuando se cometa con 
premeditación; ventaja; alevosía; traición; cruel perversidad, u odio, entendido que éste último existe 
cuando: "écuando el agente comete el hecho por antipat²a o aversi·n contra una persona o su 
patrimonio, específicamente por su condición social o económica; vinculación, pertenencia o relación 
con un grupo social definido; origen étnico o social; nacionalidad o lugar de origen; color de piel o 
cualquier otra característica genética; lengua; género; religión; edad; opiniones; discapacidad; 
condiciones de salud o embarazo; apariencia física; orientación sexual; identidad de género; estado 
civil; ocupación o actividad".  
 
No obstante, es de considerar que en estas fracciones propuestas no se contemplan como una razón 
de género para la violencia feminicida, por lo que éstas no es conveniente incluirlas. 
 
Además, se considera que la propuesta de reforma al último párrafo, se atienda en un párrafo que se 
adicione, en concordancia con lo estipulado en el arábigo 325 del Código Penal Federal.  
 
QUINTA. Que en lo tocante al oficio número 008 signado por la Diputada María Rebeca Terán 
Guevara, en el cual envía consideraciones respecto de la iniciativa que nos ocupa, y en el sentido de 
que el delito debe tipificarse como feminicidio, y no como feminicidio agravado, pues se trata de un tipo 
penal especial, y no de un delito calificado. Sirve de sustento el siguiente criterio: 
 
"Décima Época  
Registro digital: 2002306 
Tribunales Colegiados de Circuito 



Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Libro XV, Diciembre de 2012, Tomo 2 
Materia(s): Penal 
Tesis: I.5o.P.9 P (10a.) 
Página: 1333 
Tesis Aislada 
 

FEMINICIDIO. AL TRATARSE DE UN TIPO ESPECIAL, NO PUEDE SER REVESTIDO CON LAS CALIFICATIVAS DEL 
TIPO BÁSICO DE HOMICIDIO (LEGISLACIÓN PENAL DEL DISTRITO FEDERAL). 
Derivado de la interpretación sistemática del Título Primero (Delitos contra la vida, la integridad corporal, la dignidad y el 
acceso a una vida libre de violencia), Capítulos I (Homicidio), III (Reglas comunes para los delitos de Homicidio y Lesiones)  
y VI (Feminicidio), del Código Penal para el Distrito Federal, se obtiene que las circunstancias agravantes contenidas en el 
capítulo III, son aplicables exclusivamente a tales ilícitos, por tanto, excluye su actualización con respecto al tipo especial 
de feminicidio, previsto y sancionado en el artículo 148 Bis, in supra; además, al clasificarse doctrinariamente, atendiendo a 
su estructura o conformación típica como tipo especial -pues guarda autonomía con respecto del tipo básico del que deriva, 
es decir, el homicidio, ya que si bien participa de algunos de sus elementos esenciales (vgr. privar de la vida a una persona), 
por otro lado, añade otros (ej. que esa conducta sea cometida en contra de una mujer por razones de género)-, lo convierte 
en figura autónoma con estructura jurídica unitaria, contenido y ámbito de aplicación propios y marco de punibilidad 
autónomo.  
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo en revisión 83/2012. 20 de septiembre de 2012. Unanimidad de votos, con salvedad del Magistrado Juan Wilfrido 
Gutiérrez Cruz. Ponente: Enrique Escobar Ángeles. Secretario: Marco Antonio Ortiz Mejía". 

  
Razonamiento por el que ya no se incluyó esa propuesta en el cuadro comparativo plasmado en la 
Consideración que antecede. 
 
SEXTA. Que por cuanto hace a la iniciativa planteada por la Legisladora Esther Angélica Martínez 
Cárdenas, en ésta propone se reforme el artículo 135 en su párrafo primero, y que se adicione al 
numeral citado dos párrafos, éstos como último y penúltimo. Propósitos que se plasman en el siguiente 
cuadro comparativo: 
 

CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE SAN LUIS 
POTOSÍ (VIGENTE) 

PROPUESTA 

ARTÍCULO 135. Comete el delito de feminicidio 
quien priva de la vida a una persona del sexo 
femenino por razones de género.  Se considera que 
existen razones de género cuando ocurra 
cualquiera de las siguientes circunstancias:   
I. Exista o haya existido una relación de parentesco; 
afecto; docente; o laboral, o cualquier otra que 
implique amistad, confianza, subordinación o 
superioridad, entre la víctima y el agresor;   
 
II. Existan en la víctima signos de violencia sexual 
de cualquier tipo;   
 
III. Se halla infligido a la víctima, lesiones, o 
mutilaciones infamantes o degradantes, previas o 
posteriores a la privación de la vida o actos de 
necrofilia, y    
 
IV. Existan antecedentes de cualquier tipo de 
violencia sexual, física, psicológica, patrimonial o 
económica, producidas en el ámbito familiar; 
laboral; o escolar, del sujeto activo en contra de la 
víctima.   

ARTÍCULO 135. Comete el delito de feminicidio 
quien priva de la vida a una mujer por razones de 
género. Se considera que existen razones de 
género cuando ocurra cualquiera de las siguientes 
circunstancias: 
 
I. é 
 
 
 
II. é 
 
 
III. Se haya infligido a la víctima, lesiones, o 
mutilaciones infamantes o degradantes, previas o 
posteriores a la privación de la vida o actos de 
necrofilia, y 
 
IV. é 
 
 
 
 

about:blank


 
Este delito se sancionará con una pena de veinte a 
cincuenta años de prisión, y sanción pecuniaria de 
dos mil a cinco mil días de salario mínimo. 

 
Este delito se sancionará con una pena de veinte a 
cincuenta años de prisión, y sanción pecuniaria de 
dos mil a cinco mil días de salario mínimo. 
 
En caso de que no se acredite el feminicidio, se 
aplicaran las reglas del homicidio. 
 
Al servidor público que retarde o entorpezca 
maliciosamente o por negligencia la 
procuración o administración de justicia se le 
impondrá pena de prisión de tres a ocho años y 
de quinientos a mil quinientos días multa, 
además será destituido e inhabilitado de tres a 
diez años para desempeñar otro empleo, cargo 
o comisión públicos. 

 
En el párrafo primero se especifica que el delito se comete en agravio de una mujer.  En la fracción III 
se hace una corrección ortográfica. Y los párrafos último, y penúltimo, se hacen armónicos con el 
contenido del artículo 325 del Código Penal Federal. Alcances con los que coinciden los legisladores 
que suscriben, por lo que valoran procedente la iniciativa. 
 
SÉPTIMA. Que no obstante los razonamientos anteriores, se solicitó opinión al Poder Judicial Local, en 
fecha 3 de febrero del año en curso, en la que mencionan que la ampliación de las fracciones hechas 
por la proponente se estima amplían en beneficio de las víctimas de este ilícito, pudiendo objetar que tal 
amplitud de supuestos pudiera hacer más compleja la acreditación del delito.  
 
En cuanto al agregar la palabra ñagravadoò, es igualmente inconveniente por tratarse de un il²cito 
especial independiente al delito de homicidio. Para mejor proveer se anexa el oficio CARZ/COMISIÓN 
1/16, que a la letra dice 
 
 



 

 
 



 



OCTAVA. Que en el mismo tenor, se solicitó opinión a la Comisión Estatal de Derechos Humanos, la 
cual se atiende con el oficio OP/097/2016, fechado el cinco de mayo del dos mil dieciséis, en el que se 
expone: 
  





 

 
 



 



 



 



 



 



 



 
NOVENA. Que por cuanto hace a los exhortos para que se armonice la legislación penal local, respecto 
del delito de feminicidio, con lo dispuesto por el numeral 325 del Código Penal Federal, que a la letra 
establece: 
 

"Artículo 325. Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. Se considera 
que existen razones de género cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

 
I.  La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo; 
 



II.  A la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o posteriores a la privación 
de la vida o actos de necrofilia; 
 
III.  Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar, del sujeto  activo en 
contra de la víctima; 
 
IV.  Haya existido entre el activo y la víctima una relación sentimental, afectiva o de confianza; 
 
V.  Existan datos que establezcan que hubo amenazas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o lesiones del sujeto 
activo en contra de la víctima; 
 
VI.  La víctima haya sido incomunicada, cualquiera que sea el tiempo previo a la privación de la vida; 
 
VII.  El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido en un lugar público. 

 
A quien cometa el delito de feminicidio se le impondrán de cuarenta a sesenta años de prisión y de quinientos a mil días 

multa. 
 
Además de las sanciones descritas en el presente artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la 

víctima, incluidos los de carácter sucesorio. 
 
En caso de que no se acredite el feminicidio, se aplicarán las reglas del homicidio. 
 
Al servidor público que retarde o entorpezca maliciosamente o por negligencia la procuración o administración de justicia 

se le impondrá pena de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos días multa, además será destituido e 
inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos". 

 
 Disposición que se valora procedente se inserte en la normativa penal estatal, excepto lo relativo a la 
pena de prisión, ello con el propósito de atender lo sustentado por la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, en el Pronunciamiento de la Racionalización de la Pena, que se transcribe: 
 

"IV. PRONUNCIAMIENTO 
 

Es pertinente señalar que esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos no se opone a las acciones que 
realizan las autoridades penitenciarias relativas a la ejecución de las penas, que implican que dicha sujeción a 
prisión forma parte de la reparación en favor de la sociedad y la víctima del delito y, que es la consecuencia del 
actuar delictivo de quien la purga, sino a que dichas acciones se realicen en contravención al marco normativo 
nacional e internacional de los derechos humanos de las personas privadas de su libertad. Si bien es cierto que 
la reinserción social es una labor fundamental del Estado Mexicano, también lo es que toda actuación de las 
autoridades que tienen asignada esa tarea deben velar por el trato a los internos con estricto apego a nuestro 
sistema jurídico, de conformidad con el artículo 1° constitucional.  
 
Por ello, esta Comisión Nacional, estima pertinente enviar al Senado las consideraciones vertidas en este 
documento, a fin de que sean tomadas en cuenta en la discusión de la propuesta de Ley Nacional de Ejecución 
Penal.  
 
En este sentido, este Organismo Nacional considera que el incremento punitivo ha sido motivado como 
respuesta de la demanda social por mayor seguridad y justicia frente a la creciente delincuencia, éste se aparta 
de la racionalización de la pena de prisión, así como del fin constitucional de reinsertar efectivamente a la 
sociedad a los sentenciados. Ante esta problemática plantea lo siguiente:  
 
1. Es necesario modificar el marco normativo de los delitos donde se sancione con pena privativa de libertad por 
encima de la esperanza de vida de las personas, y se retome el criterio del tope máximo de penalidad para todos 
los delitos y se elimine el criterio de compurgación sucesiva de penas dictadas en diferentes causas penales, a 



fin de que resulte coherente con los criterios de derechos humanos consagrados constitucionalmente y en los 
instrumentos internacionales en los que México es Estado parte.  
 
2. Es importante restituir el beneficio de libertad preparatoria, así como el de la remisión parcial de la pena y la 
preliberación para aquellas personas que reúnan los requisitos que se señalen, sin que esto sea en general, 
sobre la base de los delitos cometidos, aplicando el principio de progresividad y la prohibición de regresividad de 
los derechos humanos. Por ello, si se ha logrado el disfrute de estos derechos, el Estado no debe disminuir ni 
desconocer ese nivel alcanzado.  
 
3. Es prioritario promover la deflación punitiva en aquellas normas que resulten incompatibles con el derecho a la 
reinserción social, ya que un modelo de política criminal que enfatiza largas condenas de prisión, no tiene un 
efecto preventivo general real (disuasivo) ni tampoco especial, debido a que lo único que consigue es saturar el 
sistema penitenciario a costos materiales y humanos exorbitantes.  
 
4. Es preciso establecer un programa de prisión permanentemente revisable para aquellas personas 
sentenciadas con condenas superiores a los 30 años y en vitalicias, a fin de que se evalúe la pertinencia 
de la excarcelación bajo argumentos humanitarios, sobre el cumplimiento de programas de reinserción 
social efectiva y disminución de riesgo social.  
 
5. Es sustancial promover la aplicación de programas de justicia restaurativa en materia penal para todos los 
delitos, que se enfoquen en el respeto a la dignidad e igualdad de las personas, destacando la importancia de la 
víctima en los procesos de reparación, ofreciendo a los ofensores la oportunidad de comprender mejor las 
causas y los efectos de su comportamiento.  
 
6. Es necesario que se adopten programas de acompañamiento psicológico, educativo, recreativo, entre otros, 
que ayuden a mitigar algunos de los resultados más dañinos del encarcelamiento durante largos periodos que 
ayuden a compensar estos efectos de manera positiva y pro-activa para poder sobrellevar una larga condena.  
 

EL PRESIDENTE 
LIC. LUIS RAÚL GONZÁLEZ PÉREZ"5 

(Énfasis añadido) 
 
Por lo anterior, los que suscriben, con fundamento en los numerales, 85, y 86, del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso del Estado, nos permitimos elevar a la consideración de esta Asamblea 
Legislativa el siguiente 

 
D I C T A M E N 

 
ÚNICO. Son de aprobarse y, se aprueban, con modificaciones, las iniciativas citadas en el preámbulo.  

 
E X P O S I C I Ó N 

D E 
M O T I V O S 

 
El veinticinco de noviembre de cada año fue declarado "Día Internacional para la Eliminación de la 
Violencia hacia la Mujer", en el Primer Encuentro Feminista de Latinoamérica y del Caribe, celebrado 
en Bogotá (Colombia) en julio de 1981.   En éste las mujeres denunciaron la violencia de género a nivel 
doméstico, y la violación y el acoso sexual a nivel de estados, incluyendo la tortura y los abusos 
sufridos por prisioneras políticas asesinadas el veinticinco de noviembre de mil novecientos sesenta en 

                                                           
5
 Pronunciamiento sobre racionalización de la pena de prisión. Comisión Nacional de Derechos Humanos. México, 2016.  



manos de la policía secreta del dictador Rafael Trujillo en la República Dominicana, de esta manera, 
históricamente estas mujeres han simbolizado la lucha y la resistencia de miles de mujeres. 
 
Así, el veinte de diciembre de mil novecientos noventa y tres, la Asamblea General aprobó la 
Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer. Por ello, la Asamblea General de las 
Naciones  Unidas ha invitado a los gobiernos, las organizaciones internacionales y las organizaciones 
no gubernamentales a que organicen en ese día actividades dirigidas a sensibilizar a la opinión pública 
respecto al problema de la violencia contra la mujer. 
 
En nuestra Entidad se ha tipificado este delito a partir del año dos mil once, y los dispositivos que lo 
encuadran se han ido modificando, ésto para que se amplíe el abanico de supuestos que han de 
considerarse para su comisión. 
 
Con esta reforma se actualizan diversas conductas que han de considerarse en este injusto penal,  se 
atiende el llamado de los grupos representantes de mujeres; de instituciones públicas protectoras de los 
derechos humanos y, particularmente, del Secretario de Gobernación, para homologar con la 
legislación federal el delito de feminicidio, a fin de combatir de manera efectiva la violencia contra las 
mujeres, quien además manifestó que son necesarias medidas urgentes, pues en general los 
homicidios van a la baja en el país, excepto los que se cometen en contra de mujeres por cuestiones de 
género; ya que no basta con una política nacional, se requieren respuestas locales para hacer frente a 
dicho flagelo. 
 
Así, se modifica el artículo 135 del Código Penal del Estado, para establecer con mayor precisión los 
supuestos que se actualizan en la comisión del feminicidio; como lo relativo a la existencia de datos que 
establezcan que hubo amenazas, o acoso relacionados con el delito; que se haya incomunicado, o 
privado de la libertad a la víctima, sin considerar el tiempo previo a la privación de la vida; que se 
exponga el cuerpo de la víctima, o se arroje a un lugar público; o que sea enterrado, o se oculte.  
 
Se considera también como sanción, la pérdida de los derechos del sujeto activo, respecto de la 
víctima, no sólo los de carácter sucesorio, si no los pensionarios, por señalar alguno. 
 
Además, se establece con este ajuste normativo, la sanción para el servidor público que retarde, o 
entorpezca la procuración o impartición de justicia, tratándose de este infamante ilícito. 
 

PROYECTO  
DE  

DECRETO 
 
ÚNICO. Se REFORMA el artículo 135, del Código Penal del Estado de San Luis Potosí, para quedar 
como sigue 
 
ARTÍCULO 135. Comete el delito de feminicidio, quien priva de la vida a una mujer por razones de 
género. Se considera que existen razones de género cuando ocurra cualquiera de las siguientes 
circunstancias:   
 
I. Exista, o haya existido una relación de parentesco; afecto; docente; o laboral, o cualquier otra que 
implique amistad, confianza, subordinación, o superioridad, entre la víctima y el agresor;   
 
II. Exista en la víctima signos de violencia sexual de cualquier tipo;   



 
III. Se haya infligido a la víctima, lesiones, o mutilaciones infamantes o degradantes, previas o 
posteriores a la privación de la vida;  o actos de necrofilia; o que generen sufrimiento;  
 
IV. Existan antecedentes de violencia, sexual, física, psicológica, patrimonial,  económica, o de 
cualquier indicio de amenaza, producidas en el ámbito, familiar; laboral; o escolar, del sujeto activo en 
contra de la víctima; 
 
V. Existan datos que establezcan que hubo amenazas, acoso o violencia sexual, relacionados 
con el hecho delictuoso, del sujeto activo en contra de la víctima; 
 
VI. La víctima haya sido incomunicada, o privada de su libertad, cualquiera que sea el tiempo 
previo a la privación de la vida, y 
 
VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto de cualquier forma, depositado, o arrojado en un lugar 
público. 
 
Este delito se sancionará con una pena de veinte a cincuenta años de prisión, y sanción pecuniaria de 
dos mil a cinco mil unidades de Medida de Actualización.   
 
Además de las sanciones señaladas en el presente artículo, el sujeto activo perderá los 
derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. 
 
Igualmente al servidor público que retarde o entorpezca maliciosamente, o por negligencia la 
procuración o impartición de justicia, tratándose de este delito, se le impondrá pena de prisión 
de cuatro a ocho años, y multa de quinientos a mil unidades de Medida de Actualización, 
además será destituido, e inhabilitado de tres a diez años para desempeñar otro empleo, cargo o 
comisión público. 
 
En el caso de que no se acredite el delito de feminicidio, se aplicarán las reglas del delito de 
homicidio. 

 
TRANSITORIOS 

 
PRIMERO. Esta Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones de igual o menor jerarquía que se opongan al presente 
Decreto. 
 
D A D O EN LA SALA "LIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETA", DEL EDIFICIO "PRESIDENTE 
JUÁREZ" DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, A LOS ONCE 
DÍAS DEL MES DE JULIO  DEL AÑO DOS MIL DIECISÉIS. 

 



POR LA COMISIÓN DE JUSTICIA 
 

 
DIP. XITLÁLIC SÁNCHEZ SERVÍN 
PRESIDENTA                                                  
 

 
_________________ 

 
DIP. J. GUADALUPE TORRES SÁNCHEZ 
VICEPRESIDENTE                                                         
 
 

 
_________________ 

 
DIP. FERNANDO CHÁVEZ MÉNDEZ                    
SECRETARIO 
 

 
 

_________________ 
 

 
DIP. MARTHA ORTA RODRÍGUEZ        
VOCAL 
 
 

 
 
 

_________________ 

 

POR LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, EQUIDAD Y GÉNERO 
 
 

 
DIP. DULCELINA SÁNCHEZ DE LIRA  
PRESIDENTA                                                  
 
 

 
_________________ 

 
DIP. JOSEFINA SALAZAR BÁEZ 
VICEPRESIDENTA                                                         
 
 
 

 
 
 

_________________ 

 
 
DIP. MARTHA ORTA RODRÍGUEZ                   
SECRETARIA 
 
 
 

 
 
 
 

_________________ 
 



 

 

CC. DIPUTADOS SECRETARIOS  
DE LA LXI LEGISLATURA 
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
A las comisiones de, Justicia; y Derechos Humanos, Equidad y Género, en Sesión Ordinaria celebrada 
el uno de junio de dos mil quince, se turnó iniciativa presentada por la Diputada Sonia Verónica Zavala 
Gámez, mediante la que plantea expedir la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
del Estado de San Luis Potosí. 
  
En tal virtud, al entrar al análisis de la iniciativa en comento las dictaminadoras atienden a las siguientes 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 

PRIMERA. Que acorde a lo dispuesto con el artículo 57 fracción I de la Constitución Política del Estado, 
es atribución de esta Soberanía dictar, derogar y abrogar leyes.  Y  en atención a lo que establecen los 
dispositivos, 98 fracciones, V, y XIII, 103,  y 111,  de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, 
las comisiones de, Justicia;  y Derechos Humanos, Equidad y Género, son competentes para 
dictaminar la iniciativa mencionada en el preámbulo. 
 
SEGUNDA. Que con fundamento en el artículo 61 del Código Político del Estado, concomitante del 
numeral 130 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, la iniciativa que se 
dictamina fue presentada por quien tiene atribución para ello.   
 
TERCERA. Que en atención a lo que señala el artículo 62 de la Carta Magna del Estado, la iniciativa en 
cita colma los requisitos a los que aluden los numerales, 61, y 62 del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí. 
 
CUARTA. Que la iniciativa presentada por la entonces Legisladora Sonia Verónica Zavala Gámez, 
plantea se expida la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de San 
Luis Potosí, propuesta con la que son coincidentes los integrantes de las dictaminadoras, por lo que la 
valoran procedente, integrando la definición de violencia, mediática o publicitaria; y obstétrica.  
 
Entre las autoridades que conforman el Sistema para la Prevención, Atención, Sanción y Erradicación 
de la Violencia contra las Mujeres, se integra la Secretaría de Seguridad Pública; además, se 
consideran en un mismo capítulo, las relativas a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas; 
el Centro de Atención Integral a Víctimas; y el Centro de Justicia para Mujeres.  
 
Respecto al artículo 6º Bis, por tratarse de una nueva ley, se recorrió la numeración, en consecuencia 
aumentó la cantidad de dispositivos. 
 
Por lo anterior, los que suscriben, con fundamento en los numerales, 85, y 86, del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso del Estado, nos permitimos elevar a la consideración de esta Asamblea 
Legislativa el siguiente 

 
D I C T A M E N 

 
ÚNICO. Es de aprobarse y, se aprueba, con modificaciones, la iniciativa citada en el preámbulo. 

 



 

 

E X P O S I C I Ó N 
D E 

M O T I V O S 
 

El veinticinco de agosto del año dos mil seis, el Comité sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, órgano encargado de analizar los informes que periódicamente rinden 
los estados-nación firmantes de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW por sus siglas en inglés), observó1, con motivo del sexto 
informe presentado por nuestro país, que no hay armonización de la legislación nacional y estatal con 
los contenidos de los mandatos internacionales, ni explicación alguna al respecto por el Instituto 
Nacional de las Mujeres; que existe un clima de discriminación, inseguridad y violencia para las mujeres 
en México; que no hay programas, que existe escasez de datos y de leyes sobre la trata de personas; 
que la información sobre explotación, prostitución y pornografía infantiles es insuficiente; que son 
preocupantes: las tasas de mortalidad materna en particular las indígenas, la salud sexual y 
reproductiva y en relación con ésta, el tema del acceso a la prevención del embarazo adolescente, 
además que no hay mecanismos de coordinación entre federación, estados y municipios, entre otras 
conclusiones. 
 
A partir de tales recomendaciones, se expidió en nuestro país en febrero del año dos mil siete la Ley 
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, misma que ha sido objeto de diversas 
reformas y adiciones desde su expedición.  
 
Es así que en este Ordenamiento que se expide expedir, se armoniza con las reformas y adecuaciones 
de que ha sido objeto la Ley General, pero sobre todo por la jerarquía de la norma, con las 
disposiciones constitucionales en relación con los derechos humanos de las mujeres, y la inclusión del 
enfoque de género en las políticas públicas de los estados, con el propósito de lograr la igualdad 
sustantiva entre mujeres y hombres, y garantizar en este caso el acceso de las mujeres a una vida libre 
de violencia, en los  ámbitos, público y privado. 
 
Conforme a la última encuesta del INEGI,  62.7% de las mujeres de 15 años o más han padecido, al 
menos, un incidente de violencia en cualquier ámbito y momento de su vida. Los actos de violencia en 
contra de las mujeres provienen de diversos sujetos con quienes establecen relaciones, desde los más 
cercanos como la pareja y familiares, personas no tan cercanas como directivos o compañeros de 
trabajo, autoridades y personal de los centros o instituciones educativas, hasta desconocidos. Este 
clima de violencia no sólo ha generado señalamientos por parte de organismos internacionales, sino 
que casos particulares han llegado a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH). En 
efecto, el Tribunal Interamericano ha sentenciado en seis ocasiones al Estado Mexicano. La mitad de 
estas sentencias se refieren a violaciones a los derechos humanos de las mujeres, un ejemplo de ello 
es el caso González y Otras, "Campo Algodonero vs México"2. 
 
Existe a partir de ello un compromiso del Estado Mexicano de adoptar políticas públicas y medidas 
legislativas de acción afirmativa necesarias para eliminar disposiciones legales y otro tipo de 
obstáculos, valores y prácticas sociales que discriminen a las mujeres y a las niñas, o que reproducen 
situaciones de desigualdad o marginación. De ahí la importancia de seguir fortaleciendo los 
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 Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer: México 

http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/cedaw36/cc/Mexico_es.pdf  
2  Caso González y Otras. (ñCampo Algodoneroò) VS. México. Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

http://www.corteidh.or.cr/docs/asuntos/campo-algodonero_19_01_09.pdf  

http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/cedaw36/cc/Mexico_es.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/asuntos/campo-algodonero_19_01_09.pdf


 

 

mecanismos legales y administrativos que permitan de manera directa y sin escatimar esfuerzos, 
garantizar los derechos humanos de las mujeres, para erradicar las causas de violencia, armonizando 
los contenidos legislativos nacionales y estableciendo estrategias para impulsar la transformación 
cultural hacia la no violencia contra las mujeres. 
 
Ya desde el año mil novecientos noventa y cuatro, en el cual se llevó a cabo la Conferencia 
Internacional sobre la Población y el Desarrollo, celebrada en El Cairo, los gobiernos participantes, 
entre los que firma nuestro país, se comprometieron a integrar las estadísticas relativas a las 
poblaciones indígenas en los sistemas nacionales de recopilación de datos; generar información que 
permita dar relevancia a las diferencias de género en los distintos fenómenos sociales, dentro de la 
diversidad de los pueblos indígenas, como una herramienta indispensable para la toma de decisiones y 
el diseño de políticas públicas3. 
 
El contar con información que permita sopesar y evaluar las diferencias de género en los distintos 
fenómenos sociales, representa una herramienta central para la toma de decisiones y el diseño de 
políticas públicas; el estudio de género requiere además de indicadores de tipo material, contar con 
indicadores que den cuenta de la capacidad de las mujeres para tomar decisiones, de participación 
social, política y cultural.  
 
En consecuencia de lo anterior y con la finalidad  de contar con información fiable en la materia, se 
instituye el Banco Estatal de Información sobre la Violencia contra las Mujeres como un instrumento de 
carácter estratégico, para el acopio, sistematización y análisis de información documental, técnica, de 
investigación, y especialmente estadística, que provea al Sistema de elementos e indicadores que le 
permitan medir y evaluar la magnitud de la violencia contra las mujeres y los avances que se generen 
en materia de prevención, sanción y erradicación de la misma, así como  proponer la reorientación de 
políticas públicas en la materia a las dependencias, entidades e instituciones que las apliquen en el 
Estado y los municipios. 
 
Entre las tres estrategias transversales del Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, destaca la 
Perspectiva de Género, cuyo objetivo es fomentar un proceso de cambio profundo que comience al 
interior de las instituciones de gobierno. Por ello, el Programa Integral para Prevenir, Atender, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres 2014-2018, contiene los objetivos, estrategias, 
acciones y metas, necesarios para que cada vez más mujeres cuenten con las mismas oportunidades 
de desarrollo en un marco de respeto a los derechos humanos, que evite la discriminación y la 
violencia. 
 
En ese marco de armonización, en esta Ley se incluye el concepto de acciones afirmativas para 
considerar su aplicación temporal cuando se requiera para apoyar el adelanto de las mujeres; así como 
la definición de violencia contra los derechos reproductivos y violencia obstétrica; violencia social, 
violencia de las instituciones públicas, y violencia mediática; para considerar otros ámbitos de violencia 
y conductas que también constituyen violencia contra las mujeres; se incluyen los derechos de las  
mujeres víctimas de violencia. 
 
Se integran al Sistema Estatal para la Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia 
contra las Mujeres, la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas;  el Centro de Atención Integral 
a Víctimas; y el Centro de Justicia para las Mujeres, con la intención de fortalecer la transversalización 
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 Informe de la Conferencia Internacional Sobre la Población y el Desarrollo. El Cairo, 5 a 13 de septiembre de 19894. 

http://www.unfpa.org/sites/default/files/pub-pdf/icpd_spa.pdf  
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de las políticas dirigidas a la atención de las mujeres víctimas de violencia, y como ya se ha señalado 
anteriormente se instituye el Banco Estatal de Información sobre la Violencia contra las Mujeres. 
 
Con esta armonización en materia de derechos humanos de las mujeres, avanzamos en el alcance del 
fin último que es erradicar todas las formas de violencia en nuestra sociedad, especialmente la que 
afecta gravemente a las mujeres, a fin de que logren alcanzar un desarrollo humano acorde a su 
dignidad y alto valor personal en igualdad, libertad y armonía para lograr sus objetivos de vida. 
 

PROYECTO  
DE  

DECRETO 
 
ÚNICO. Se EXPIDE la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San 
Luis Potosí, para quedar como sigue 
 

TÍTULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
CAPÍTULO ÚNICO 

 
ARTÍCULO 1º. La presente Ley es de orden público, interés social y observancia general. Tiene por 
objeto regular las acciones de coordinación del Estado con la Federación, y los municipios, para 
prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, en concordancia a lo dispuesto 
en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, y la competencia y 
atribuciones que la misma le otorga, así como establecer los principios y criterios que, desde la 
perspectiva de género, orienten las políticas públicas para reconocer, promover, proteger y garantizar el 
derecho de las mujeres a una vida libre de violencia. 
 
ARTÍCULO 2º. Para efectos de la interpretación de la presente Ley, se entiende por: 
 
I. Acciones afirmativas: las medidas especiales de carácter temporal, correctivo, compensatorio y de 
promoción, encaminadas a acelerar la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres, aplicables en tanto 
subsista la discriminación, desigualdad de trato y oportunidades de las mujeres respecto a los hombres; 
 
II. Agresor: la persona que inflige cualquier tipo de violencia contra las mujeres; 
 
III. Derechos humanos de las mujeres: los derechos que son parte inalienable, integrante e indivisible 
de los derechos humanos universales contenidos en la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención sobre los Derechos de la Niñez; la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, y demás 
instrumentos internacionales en la materia;  
 
IV. Empoderamiento: el proceso mediante el cual las mujeres transitan de cualquier situación de 
opresión, desigualdad, discriminación, explotación o exclusión, a un estado de conciencia, 
autodeterminación y autonomía, que se manifiesta en el ejercicio del poder democrático que emana del 
goce pleno de sus derechos y libertades; 
 
V. Equidad: el principio que busca alcanzar la justicia social con responsabilidad, mediante la 
valoración de la individualidad, considerando las diferencias existentes entre personas y grupos, para 


